
TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS. EL ARTÍCULO 
75 DE LA LEY DE TRANSPORTE DEL ESTADO DE MORE­
LOS, AL PREVER LA OBLIGACIÓN PARA LA AUTORIDAD 
MUNICIPAL DE FUNDAR Y MOTIVAR LA NECESIDAD DE 
ACCEDER A LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN EL RE­
GISTRO ESTATAL DE CONCESIONARIOS Y PERMISIONA­
RIOS DEL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO, AFECTA 
LAS CONDICIONES DE EJERCICIO DE LAS COMPETEN­
CIAS MUNICIPALES EN ESA MATERIA.*

La obligación de fundar y motivar las razones por las cua­
les las autoridades municipales están interesadas en acceder 
a la información contenida en el indicado Registro afecta 
directamente las condiciones de ejercicio de sus competencias 
en materia de transporte público de pasajeros y erosiona las 
posibilidades de intervenir con eficacia en la formulación y 
aplicación de los programas relativos, porque sin información, 
los estudios, opiniones y propuestas municipales no pueden 
hacerse correctamente, lo cual afecta a las competencias que 
constitucional y legalmente tienen atribuidas. Además, la exi­
gencia referida pone un obstáculo irrazonable para el correc­

771

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I Tomo 1, 
octubre de 2011, Pleno, p. 309, Tesis: P./J. 41/2011, Registro: 160725.
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to ejercicio de las competencias que el artículo 115 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reco­
noce a los Municipios, sin que exija el mandato constitu cional, 
dirigido a las autoridades públicas, que funden y motiven 
todos sus actos; esto es, la obligación de fundar y motivar 
rige respecto de los actos de imperio que implican el ejerci­
cio de poderes públicos sobre los ciudadanos. Ahora bien, 
el supuesto regulado en el artículo 75 de la Ley de Transporte 
del Estado de Morelos se refiere a un ámbito distinto –rela­
ciones entre autoridades– y se vincula con datos que, con 
las excepciones derivadas de las reglas aplicables en materia 
de información pública, están a disposición de cualquiera. 
Por tanto, el indicado artículo 75, al prever la obligación para 
la autoridad municipal de fundar y motivar la necesidad de 
acceder a la información contenida en el Registro Estatal 
de Con cesionarios y Permisionarios del Servicio de Trans­
porte Público, afecta las condiciones de ejercicio de las com­
petencias municipales en materia de transporte público de 
pasajeros.

Controversia constitucional 19/2008. Municipio de Zacatepec, 
Estado de Morelos. 11 de enero de 2011. Unanimidad de diez 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca 
María Pou Giménez. 

El Tribunal Pleno, el ocho de septiembre en curso, aprobó, con 
el número 41/2011, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a ocho de septiembre de dos mil once.

PARTE 4-MB 2014.indd   772 22/04/2014   10:13:31 a.m.



773

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS MODALIDADES EN EL 
ÁMBITO CASTRENSE.*

Como es posible predicarlo de todos los derechos funda­
mentales, la libertad de expresión no es un derecho absoluto 
o ilimitado. Su ejercicio está sujeto tanto a límites constitu­
cionalmente expresos, como a otros que puedan fijarse para 
preservar bienes y derechos constitucionalmente protegidos. 
Si bien es cierto  que en el texto constitucional no existen 
límites expresamente dirigidos a limitar, restringir o condi­
cionar el ejercicio de los derechos fundamentales por parte 
de los miembros de las Fuerzas Armadas, también lo es que 
es posible derivar dichos límites a través de otros bienes cons­
titucionalmente protegidos, como lo es la disciplina militar, 
presupuesto estructural del Ejército y que encuentra anclaje 
constitucional en los fines y objetivos que la norma suprema 
le encomienda al Ejército. A juicio de esta Primera Sala, el 
análisis de la posible restricción de los derechos fundamenta­
les de los militares deberá realizarse en cada caso en particu­
lar, en el entendido de que la relevancia de la potestad, 
función y misión de un militar y su derecho a portar armas, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I Tomo 2, 
octubre de 2011, Primera Sala, p. 1091, Tesis: 1a. CXCIV/2011 (9a.), Registro: 160824.
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justifican la restricción de sus derechos para proteger fines 
o intereses públicos primordiales. En el caso específico de 
la libertad de expresión, es necesario partir del hecho de que 
el militar goza en abstracto de la libertad de expresión como 
los demás ciudadanos pero, por el hecho de estar integrado 
en las Fuerzas Armadas, puede ejercer este derecho en una 
extensión distinta a los demás. Sin embargo, esto no debe 
llevar a que la libertad de expresión se reduzca en el ámbito 
castrense al puro y simple silencio. En esta lógica, las limita­
ciones a la libertad de expresión deben sucederse cuando 
exista una amenaza real para la disciplina militar que tenga 
consecuencias en la organización castrense. Asimismo, las 
opiniones vertidas deben afectar a bienes jurídicos específica­
mente deteriorables, lo que implica que toda limitación en 
este sentido ha de ser interpretada restrictivamente. Por último, 
la limitación a este derecho debe ser especialmente ponde­
rada, cuando la libertad de expresión resulta el vehículo nece­
sario para la efectividad de otros derechos fundamentales.

Amparo en revisión 448/2010. 13 de julio de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. CONTRA LA OMISIÓN DE LA 
AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA AL ESCRITO POR EL QUE 
SE SOLICITA, DEBE INTERPONERSE EL RECURSO PRE­
VISTO EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS PO­
TOSÍ PREVIAMENTE AL AMPARO, AUN CUANDO SE IN­
VOQUE COMO SUSTENTO EL DERECHO DE PETICIÓN.*

Si el análisis del libelo correspondiente y sus anexos evidencia 
que la real pretensión del impetrante es obtener información 
pública de la autoridad ante quien elevó la corres pondiente 
solicitud, la sola cita del artículo 8o. constitucional que pre­
vé el derecho de petición, o incluso la argumentación orien­
tada en tal sentido plasmada en la demanda de garantías, no 
exenta al quejoso de agotar el recurso previsto en el artículo 
74 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de San Luis Potosí, antes de promover el 
juicio constitucional contra la omisión de la autoridad de res­
ponder el escrito por el que solicita la información, en aten­
ción al principio de definitividad que lo rige, según lo 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 
3, octubre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 536, Tesis: IX.1o. J/24 
(9a.), Registro: 160844.
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establecido en el artículo 73, fracción XV, de la Ley de Am­
paro. Lo anterior, en virtud de que la intención del promo­
vente refleja el ejercicio del derecho a la información pú blica 
que, a diferencia del de petición, sí exige la interposición 
previa del recurso correspondiente y, dado el principio de 
especialización, que significa preferir la norma concreta a la 
genérica, la eventual petición, en tal supuesto, se ve rebasada 
por aquella otra garantía constitucional.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 376/2010. 27 de enero de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Ángel Hernández Huízar. Secretario: 
José de Jesús López Torres.

Amparo en revisión (improcedencia) 111/2011. 17 de febrero 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Hernández 
Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres.

Amparo en revisión (improcedencia) 113/2011. 17 de febrero 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Hernández 
Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres.

Amparo en revisión (improcedencia) 116/2011. 17 de febrero de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: F. Guillermo Baltazar Alvear. 
Secretario: Esteban Oviedo Rangel.

Amparo en revisión (improcedencia) 118/2011. 24 de febrero 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Hernández 
Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradic­
ción de tesis 397/2011, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
2a./J. 4/2012 (10a.) de rubro: “ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA 
AUTO RIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA 
NATURALEZA, CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLA­
CIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES 
DE SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL).”
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LO TIENE EL 
AGENTE ECONÓMICO PARA RECLAMAR EL REQUE­
RIMIENTO DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL QUE LE 
FORMULÓ LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA 
DURANTE EL PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN.*

Los artículos 30, 31 y 33 de la Ley Federal de Competencia 
Eco nómica prevén los procedimientos de investigación y de 
determinación de responsabilidad y, en relación con el prime­
ro, en el que no existe la identificación de los hechos que 
puedan constituir una infracción ni está determinado el sujeto 
a quien deberá oírsele en defensa como probable responsa­
ble, el legislador dotó a la Comisión Federal de Competencia 
de amplias facultades para que realice la investigación corres­
pondiente, la cual puede culminar con la emisión de un 
oficio de presunta responsabilidad, si es que de la indagatoria 
se hubieren encontrado elementos que la determinen, con 
lo que da inicio el procedimiento administrativo correspon­
diente. Consecuentemente, cuando durante el procedimiento 
de investigación la mencionada comisión requiere a un 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I Tomo 
3, octubre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1648, Tesis: I.16o.A.26 A 
(9a.), Registro: 160838.
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agente económico para que le proporcione información 
confidencial, éste tiene interés jurídico para reclamar en am­
paro ese acto, porque aun cuando durante esa etapa el 
mencionado órgano únicamente busque allegarse de informa­
ción pertinente en relación con el mercado investigado para 
verificar el cumplimiento de la normativa en la materia, el 
agraviado busca proteger la información que considera confi­
dencial, por ejemplo, en materia de datos personales, secre­
tos industriales, entre otros, no sólo de agentes económicos 
diversos, sino de la propia autoridad, que tendría cono­
cimiento de su situación fiscal y operativa.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMI­
NISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 268/2010. 1o. de diciembre de 2010. Unani­
midad de votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: 
Manuel Camargo Serrano.
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RECURSO DE REVISIÓN ANTE EL INSTITUTO DE TRANS­
PARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 
JALISCO. LA SUPLENCIA DE LAS DEFICIENCIAS PREVIS­
TA EN EL ARTÍCULO 96 DE LA LEY DE LA MATERIA, VA 
ENCAMINADA A LOS “MOTIVOS DE INCONFORMIDAD” 
QUE EL PARTICULAR REFIERA EN EL ESCRITO DE INTER­
POSICIÓN DE DICHO MEDIO DE IMPUGNACIÓN.*

De los artículos 93 a 99 de la Ley de Transparencia e Infor­
mación Pública del Estado de Jalisco se advierte que en caso 
de que a los solicitantes de información pública se les niegue 
el acceso, consulta o entrega de ésta, cuando sea inexistente 
o en los casos en que al entregársela esté incompleta, sea 
errónea o falsa; que esté clasificada como reservada o confi­
dencial; que el sujeto obligado se niegue a entregar informa­
ción confidencial o a efectuar las modificaciones solicitadas 
a ésta o la entregue en formato incomprensible; que exista 
inconformidad con el costo o modalidad de entrega de la in­
formación, y cuando no se resuelva su petición en los plazos 
legales, podrán interponer el recurso de revisión ante el 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I Tomo 3, 
octubre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1717, Tesis: III.4o.(III Región) 
61 A (9a.), Registro: 160772.
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Instituto de Transparencia e Información Pública de la entidad 
(artículos 93 y 94), mediante escrito en el que se exprese el 
nombre del promovente y los motivos de inconformidad, 
anexando el original o copia de la resolución emitida por los 
sujetos obligados en caso de haber sido notificada personal­
mente, así como el documento original donde conste el acuse 
de recibo de la solicitud por parte de la unidad de trans­
parencia e información, permitiéndoles expresar argumentos 
y anexar las pruebas que refuercen los motivos de inconfor­
midad (artículo 95), pues el citado instituto, en todo caso, 
podrá subsanar las deficiencias de los recursos interpues­
tos por los particulares (artículo 96). Luego, recibido el escrito 
por el cual se interpone el recurso de revisión, dicho institu­
to requerirá al sujeto obligado por cualquier medio con el 
que pueda verificarse su notificación, un informe en el que 
manifieste los argumentos, pruebas o cualquier otro elemento 
que justifique su negativa, en caso de que éste no haya sido 
enviado previamente (artículo 97), debiendo resolver dicho 
recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recep­
ción o al en que haya decidido de oficio iniciar la revisión 
(artículo 98). Finalmente, la resolución del recurso de revi sión 
se tomará por mayoría votos de los comisionados, la cual 
podrá confirmar, modificar o revocar la resolución recu rrida 
o, en su caso, requerir a los sujetos obligados para que en­
treguen la información, en la forma, plazo y término señala­
dos en la resolución correspondiente y, en caso de no 
resolver el mencionado recurso en los plazos señalados, la re­
solución recurrida se entenderá confirmada (artículo 99). Así, 
de una interpretación adminiculada de los citados preceptos 
se colige que la suplencia de las deficiencias prevista en el 
artículo 96 del indicado ordenamiento, va encaminada a los 
“motivos de inconformidad” que el particular refiera en el 
escrito por el que interponga el aludido medio de impugna­
ción, acorde con el artículo 95 que establece que éstos se 
plantearán respecto de la respuesta recurrida, expresando a 
su vez los argumentos o pruebas que refuercen tales incon­
formidades, aun cuando la ley no obliga textualmente a 
expresar “agravios”.
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN 
GUADALAJARA, JALISCO.

Amparo en revisión 584/2011. 1o. de septiembre de 2011. Una­
nimidad de votos. Ponente: José de Jesús López Arias. Secretario: 
Edgar Iván Ascencio López.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. TRATÁNDOSE DEL PRO­
CEDIMIENTO LEGISLATIVO NO PUEDE ALEGARSE SU 
VULNERACIÓN RESPECTO DE QUIENES INTEGRAN EL 
CONGRESO LOCAL.*

El derecho a la información, establecido en el artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es un 
derecho fundamental que corresponde a los ciudadanos 
en particular. En ese sentido, tal derecho no puede conside­
rarse aplicable o trasladarse a la actividad legislativa como 
tal, alegando un derecho de los diputados para “acceder” a 
la información referente a asuntos ventilados en el seno del 
propio órgano legislativo al que pertenecen, pues es eviden­
te que es el procedimiento de creación de normas el que 
asegura a los legisladores el conocimiento de las iniciativas 
legales planteadas y garantiza –a través del marco constitu­
cional y, en su caso, legal– la participación de las mayorías 
y minorías en el proceso de discusión y votación, razón por la 
cual respecto del procedimiento legislativo no puede alegar­
se una violación al derecho de información de quienes inte­
gran el Congreso Local. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 
1, diciembre de 2011, Pleno, p. 431, Tesis: P./J. 93/2011 (9a.), Registro: 160578.
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Acción de inconstitucionalidad 68/2008. Diputados integrantes 
de la Sexagésima Primera Legislatura del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave. 18 de agosto de 2011. Once votos; votaron 
con salvedades: Sergio Salvador Aguirre Anguiano y José Fernan­
do Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Laura García Velasco. 

El Tribunal Pleno, el veintisiete de octubre en curso, aprobó, con el 
número 93/2011 (9a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a veintisiete de octubre de dos mil once.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLI­
CA DEL ESTADO DE PUEBLA. CUANDO LAS AUTORIDA­
DES OBLIGADAS A PROPORCIONAR INFORMACIÓN QUE 
ESTIMEN RESERVADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 14 
DE LA LEY RELATIVA MANIFIESTEN AL JUEZ DE AM PARO 
SU OPOSICIÓN A QUE SE DIVULGUE, UNA VEZ QUE ÉSTE 
LA TENGA EN SU PODER DEBERÁ PRONUNCIARSE FUN­
DADA Y MOTIVADAMENTE ACERCA DE LO CORRECTO 
DE DICHA CLASIFICACIÓN Y, EN SU CASO, DEL ACCESO 
A AQUÉLLA POR EL QUEJOSO, O BIEN, DICTAR LAS 
MEDI DAS PARA LA CONSERVACIÓN DE TAL RESERVA.*

De los artículos 94 y 103, fracción I, de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 6 de junio de 2011, en concordancia con los diversos 1o., 
fracción V, 42 y 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación; 78 y 149 de la Ley de Amparo, así como 80 y 87 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo conforme a su numeral 2o., 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 
5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 3888, Tesis: VI.3o.A.355 
A (9a.), Registro: 160474.
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párrafo segundo, se advierte que la función jurisdiccional 
en asuntos en que se reclamen actos de autoridades que 
vulneren garantías individuales se ejerce, entre otros órga­
nos del Poder Judicial de la Federación, por los Juzgados de 
Distrito, los cuales, en ejercicio de su función jurisdiccional, 
solicitarán a la autoridad responsable su informe con justi­
ficación, la cual estará obligada a rendirlo exponiendo las 
razones y fundamentos que estime pertinentes para sostener 
la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia 
del juicio y acompañará, en su caso, copia certificada de las 
constancias necesarias para apoyar dicho informe y, si no 
lo hace así, se le impondrá en la sentencia respectiva una 
multa de diez a ciento cincuenta días de salario; aunado a 
lo anterior, el Juez de amparo deberá recabar oficiosamente 
pruebas que, habiéndose rendido ante la responsable, no 
obren en autos y estime necesarias para la resolución del 
asunto. Asimismo, de los preceptos comentados se con­
cluye que los Jueces de Distrito gozan de discrecionalidad en 
la guarda, custodia y difusión de las pruebas aportadas al 
juicio. Consecuentemente, cuando las autoridades obligadas 
a proporcionar información que, fundada y motivadamente, 
estimen reservada, en términos del artículo 14 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de Puebla, manifiesten al Juez de Distrito su oposición a que se 
divulgue, una vez que éste la tenga en su poder tendrá que 
pronunciarse, también fundada y motivadamente, acerca 
de lo correcto de dicha clasificación y, en su caso, del acceso 
a aquélla por el quejoso, o bien, de las medidas que deben 
adoptarse para la conservación de tal reserva. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEXTO CIRCUITO.

Queja 60/2011. Delegado de la extinta comisión transitoria de re­
visión del acta de entrega recepción del Ayuntamiento entrante 
2011­2014 del Municipio de San Andrés Cholula, Puebla. 8 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Án­
gel Ramírez González. Secretario: Miguel Ángel Mancilla Núñez.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ­
BLICA DEL ESTADO DE PUEBLA. LA LIMITANTE PARA 
ACCE DER A LA INFORMACIÓN CLASIFICADA COMO RE­
SERVADA EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA ES INAPLI­
CABLE RESPECTO DE LOS ÓRGANOS DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN QUE CONOCEN DEL JUI­
CIO DE AMPARO.*

De los artículos 1, fracción I, 2, fracciones IV y V, 6, 11 y 12 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Puebla, se advierte que el derecho de las per­
sonas para acceder a la información pública se encuentra 
limitado, excepcionalmente, respecto de aquella que en 
términos de la citada ley esté clasificada como reservada o 
confidencial; sin embargo, cuando los órganos del Poder 
Judicial de la Federación que conocen del juicio de garantías 
requieran la documentación necesaria para resolver la contro­
versia sometida a su potestad, las autoridades que con moti­
vo de su función la tengan en su poder están obligadas a 
proporcionarla en términos de los artículos 78 y 149 de la 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 
5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 3889, Tesis: VI.3o.A.356 
A (9a.), Registro: 160473.
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Ley de Amparo, toda vez que la función jurisdiccional no se 
encuentra dentro del ámbito de aplicación de la señalada 
legislación estatal y, por ende, resulta irrelevante que la infor­
mación de que se trate se encuentre clasificada como reser­
vada, pues ello constituye una limitante al derecho de los 
gobernados a solicitar información, mas no a la facultad de 
una autoridad jurisdiccional para requerirla. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEXTO CIRCUITO.

Queja 60/2011. Delegado de la extinta comisión transitoria de 
revisión del acta de entrega recepción del Ayuntamiento entrante 
2011­2014 del Municipio de San Andrés Cholula, Puebla. 8 de sep­
tiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel 
Ramírez González. Secretario: Miguel Ángel Mancilla Núñez.
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVI­
DORES PÚBLICOS. CONFORME AL ARTÍCULO 37, PÁ­
RRAFO SEXTO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, DEBE 
SAN CIONARSE CON INHABILITACIÓN POR UN AÑO TAN­
TO LA OMISIÓN ABSOLUTA DE PRESENTAR LA DE CLARA­
CIÓN PATRIMONIAL DE CONCLUSIÓN DEL ENCARGO 
COMO EL CUMPLIMIENTO EXTEMPORÁNEO DE ESA 
OBLIGACIÓN.*

De conformidad con el artículo 37, fracción II, de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servido­
res Públicos, la declaración de situación patrimonial de 
conclusión del encargo deberá presentarse dentro del plazo 
de sesenta días naturales siguientes a que ocurra ese hecho, 
cuya omisión sin causa justificada será sancionada con inhabi­
litación al infractor por un año, según lo dispone el párrafo 
sexto del propio precepto. Ahora bien, en la exposición de 
motivos que dio origen al citado ordenamiento se estableció: 
“En materia de situación patrimonial de los servidores públi­
cos también se pretende que el público pueda tener acceso 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 
5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 3879, Tesis: I.7o.A.812 
A (9a.), Registro: 160489.
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a la información relativa en los rubros que la propia ley 
disponga y respecto de los niveles y puestos en la adminis­
tración pública federal que establezca la dependencia encar­
gada de llevar el registro y seguimiento de la evolución 
patrimonial, adicionalmente a los que el ordenamiento legal 
señale y conforme a la normatividad que ésta emita.–De 
aprobarse esta iniciativa, la referida información estaría dis­
ponible durante todo el tiempo en que el servidor público 
desempeñe sus funciones y hasta por tres años posteriores 
a que se hubiere retirado del encargo, la cual tendría valor 
probatorio en los casos que la propia ley determine.–Con lo 
anterior, se consolidarían los cimientos de la transparencia 
en la gestión pública federal, que contribuiría al combate a 
la corrupción, a eliminar la discrecionalidad de las autorida­
des para dar a conocer la información de que disponen, y 
que generaría, en suma, la confianza de la sociedad en los 
servidores públicos.”. En este orden de ideas, la interpretación 
que debe otorgarse al párrafo sexto del aludido artículo 37, 
es en el sentido de que ha de sancionarse de la forma descri­
ta, tanto la omisión absoluta de presentar la declaración 
patrimonial de conclusión del encargo como el cumplimiento 
extemporáneo de esa obligación. Esto es así, porque no debe 
quedar sin sanción la conducta omisa observada en cual­
quiera de las modalidades apuntadas, atento a que la inten­
ción del legislador fue preservar una cultura de legalidad y 
transparencia, en donde los servidores públicos rindan cuen­
tas sobre su situación patrimonial, a efecto de que el públi­
co pueda tener acceso a la información correspondiente. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 288/2011. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos 
de la Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa 
jurídica del titular del Área de Responsabilidades del Órgano Inter­
no de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado. 7 de septiembre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Juan 
Daniel Torres Arreola.
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU RELEVANCIA DENTRO 
DEL ORDEN CONSTITUCIONAL MEXICANO.*

El orden constitucional mexicano promueve la comunicación 
libre y socialmente trascendente, pues el intercambio de 
información y opiniones entre los distintos comunicadores 
contribuirá a la formación de la voluntad social y estatal, de 
modo que es posible afirmar que el despliegue comunicativo 
es constitutivo de los procesos sociales y políticos. Esto evi­
dencia el carácter funcional que para la vida democrática 
nacional representan las libertades de expresión e informa­
ción, de forma tal que la libertad de comunicación adquiere 
un valor en sí misma o se convierte en un valor autónomo, 
sin depender esencialmente de su contenido.  En efecto, la 
prensa juega un rol esencial en una sociedad democrática 
debido a que su tarea es la difusión de información e ideas 
sobre asuntos políticos y sobre otras materias de interés gene­
ral. Consecuentemente, una condena por el ejercicio de la 
libertad de expresión constituye una interferencia o restricción 
a ese derecho, razón por la cual su constitucionalidad depen­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, Primera Sala, p. 2915, Tesis: 1a. XXVII/2011 (10a.), Registro: 2000109.
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derá de que esté prevista en la ley y que sea necesaria en 
una sociedad democrática. Lo anterior no quiere decir que 
cualquier contenido resulte relevante para una sociedad de­
mocrática, por lo que no cualquier opinión o información 
adquiere un máximo grado de protección constitucional, 
situación que podría decirse, apriorísticamente, de situaciones 
ficticias o de procesos discursivos triviales o carentes de in­
fluencia.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V.  23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disi­
dente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN 
COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS 
DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

Para la determinación de la constitucionalidad de las ideas 
expresadas en un caso concreto, es fundamental precisar si 
éstas tienen relevancia pública, para lo cual debe identificarse 
tanto un tema de interés público, como la naturaleza pública 
del destinatario de las críticas vertidas. En cuanto a la natu­
raleza del destinatario de las críticas, y en atención al sistema 
de protección dual de las personas, es necesario verificar si la 
persona que resiente las críticas es una figura pública o si, 
por el contrario, se trata de una persona privada sin proyec­
ción pública. De esto dependerá el que la persona presun­
tamente afectada deba, o no, tolerar un mayor grado de 
intromisión en su honor. Así pues, son figuras públicas, según 
la doctrina mayoritaria, los servidores públicos y los particula­
res con proyección pública. Al respecto, una persona puede 
tener proyección pública, entre otros factores, por su activi­
dad política, profesión, la relación con algún suceso impor­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, Primera Sala, p. 2914, Tesis: 1a. XXVIII/2011 (10a.), Registro: 2000108.
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tante para la sociedad, por su trascendencia económica y por 
su relación social. En relación con lo anterior, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consi dera 
que existe una tercera especie de figuras públicas: los medios 
de comunicación. Los medios de comunicación son entidades 
cuyas opiniones suelen imponerse en la sociedad, dominan­
do la opinión pública y generando creencias. Así pues, es 
usual encontrar que muchas de las discusiones que se pre­
sentan día con día, se basan o hacen referencia a creencias 
públicas generadas por alguna noticia o análisis de dichos 
medios. Lo importante es señalar que, mediante sus opi niones, 
los medios de comunicación ­como líderes de opinión­ ejercen 
un cierto tipo de poder, valiéndose de la persuasión y no de 
la coacción. Sería ilusorio pensar que todos los medios de 
comunicación representan una sola ideología o pen samiento, 
pues rara vez son depositarios de un solo cuerpo de doctri­
nas. Así pues, cuando la opinión pública se plasma, funda­
mentalmente en publicaciones periódicas, el equilibrio entre 
la opinión autónoma y las opiniones heterónomas está ga­
rantizado por la existencia de una prensa libre y múltiple que 
represente muchas voces.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Maya­
goitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU POSI­
CIÓN PREFERENCIAL CUANDO SON EJERCIDAS POR LOS 
PROFESIONALES DE LA PRENSA.*

Si bien es de explorado derecho que la libertad de expresión 
goza de una posición preferencial frente a los derechos de la 
personalidad, es importante destacar que las libertades de 
expresión e información alcanzan un nivel máximo cuando 
dichos derechos se ejercen por los profesionales del periodis­
mo a través del vehículo institucionalizado de formación de 
la opinión pública, que es la prensa, entendida en su más am­
plia acepción. Al respecto, la libertad de expresión tiene por 
finalidad garantizar el libre desarrollo de una comunicación 
pública que permita la libre circulación de ideas y juicios de 
valor inherentes al principio de legitimidad democrática. Así, 
las ideas alcanzan un máximo grado de protección constitucio­
nal cuando: a) son difundidas públicamente; y  b) con ellas 
se persigue fomentar un debate público.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V.  Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Maya­
goitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, Primera Sala, p. 2914, Tesis: 1a. XXII/2011 (10a.), Registro: 2000106.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OBLIGACIÓN DE NEUTRALI­
DAD DEL ESTADO FRENTE AL CONTENIDO DE LAS 
OPINIONES.*

Existe una presunción general de cobertura constitucional 
de todo discurso expresivo, la cual se explica por la obliga­
ción primaria de neutralidad del Estado frente a los conteni­
dos de las opiniones y, en consecuencia, por la necesidad de 
garantizar que, en principio, no existan personas, grupos, 
ideas o medios de expresión excluidos a priori del debate 
público. La protección constitucional de las libertades de 
expresión y prensa permite, a quienes las ejerzan, el apoyo, 
apología o defensa de cualquier ideología, aun y cuando se 
trate de posturas que no comulguen con la ideología impe­
rante, toda vez que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no obliga a pensar de determinada ma­
nera, sino que protege cualquier pensamiento, incluso aquel 
que podamos llegar a odiar, siempre y cuando se exprese 
respetando los límites previstos en la propia Carta Magna, 
tal y como ocurre con los derechos de terceros.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, Primera Sala, p. 2913, Tesis: 1a. XXIX/2011 (10a.), Registro: 2000105.
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Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Maya­
goitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU FUNCIONAMIENTO EN 
CASOS DE DEBATE PERIODÍSTICO ENTRE DOS MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN.*

Sin importar lo perniciosa que pueda parecer una opinión, 
su valor constitucional no depende de la conciencia de jue­
ces y tribunales, sino de su competencia con otras ideas en 
lo que se ha denominado el “mercado de las ideas”, pues es 
esta competencia la que genera el debate que, a la postre, 
conduce a la verdad y a la plenitud de la vida democrática. 
Esto adquiere un valor trascendental cuando nos referimos 
a un debate periodístico entre dos medios de comunicación, 
toda vez que éstos representan los principales oferentes en 
este “mercado de ideas”, ofreciendo al público opciones de 
ideas y posturas y fortaleciendo el debate en aras de alcanzar 
la verdad. Por consiguiente, el castigo de los errores al mo­
mento de expresarse corre el riesgo de inducir a un cauto y 
restrictivo ejercicio de las libertades constitucionales de ex­
presión y prensa, lo cual podría producir una intolerable 
autocensura. Asimismo, obligar a los medios a que, para 
evitar responsabilidad, deban probar la verdad de sus decla­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, Primera Sala, p. 2910, Tesis: 1a. XXVI/2011 (10a.), Registro: 2000102.
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raciones, resulta una carga desmedida. Atendiendo a lo an­
terior, la simple crítica a la postura o línea editorial de un 
medio de comunicación en el desempeño de una actividad 
no debe confundirse sin más con un atentado a su honor. 
Incluso cuando el tono de la crítica sea elevado, éste puede 
encontrarse justificado por el propósito de causar impacto, 
siendo conveniente recordar que en el contexto de debate 
periodístico el uso de la hipérbole es un recurso frecuente. 
En este sentido, si la prensa goza de la mayor libertad y del 
más amplio grado de protección para criticar personajes con 
proyección pública, es no sólo lógico sino necesario con cluir 
que la crítica a su labor también debe gozar de la mayor li­
bertad y más amplio grado de protección, pues de lo con­
trario se estaría dotando a una persona, como ocurre con los 
medios de comunicación impresos, de un gran y desequili­
brado poder para criticar impunemente, opinando e infor­
mando sin ser sujetos del mismo escrutinio público que 
pregonan, ejercen y cuya protección invocan. Lo anterior 
adquiere mayor relevancia si consideramos que en el deba­
te surgido del ejercicio de la libertad de expresión, la réplica 
y la contra­argumentación son las mejores y más efectivas 
herramientas para defender la propia actuación o punto de 
vista. Así pues, nadie tiene un mayor acceso al derecho 
de réplica que un medio de comunicación. En ese sentido, 
cuando nos encontremos frente a una relación simétrica 
entre dos medios de comunicación, es necesario sostener 
que los dos contendientes tienen un mayor margen de liber­
tad para la emisión de opiniones. Esto implica que los medios 
de comunicación escritos, a diferencia de los simples particu­
lares, pueden refutar desde sus páginas las opiniones con las 
que no comulgan. En conclusión, esta Primera Sala consi dera, 
como lo ha sostenido la Relatoría Especial para la Libertad 
de Expresión, que uno de los mecanismos idóneos tendien­
tes a promover el comportamiento ético de los medios de 
comunicación, es la crítica a su actuación. Dicha crítica, 
enfocada a denunciar distorsiones, omisiones, posiciones o 
incluso noticias ignoradas puede ser llevada a cabo por or­
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ganizaciones no gubernamentales o, inclusive, por otros 
medios de comunicación.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V.  23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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VIOLACIONES GRAVES A DERECHOS HUMANOS. SU 
CONCEPTO PARA EFECTOS DEL DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE 
LAS INVESTIGA.*

De conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­
mental, no puede alegarse el carácter de reservado cuando 
la averiguación previa investigue hechos constitutivos de 
graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa 
humanidad. A fin de que el intérprete determine si un caso 
concreto se ubica en el supuesto de excepción relativo a las 
violaciones graves a derechos humanos y deba dar acceso a 
la averiguación previa correspondiente, es necesario que atien­
da a los lineamientos sentados por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y por la Corte Interamericana de Dere­
chos Humanos en esta materia. Siguiendo los lineamientos 
establecidos por este alto tribunal, para determinar que una 
violación a derechos humanos es “grave” se requiere com­
probar la trascendencia social de las violaciones, lo cual se 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 667, Tesis: 1a. XI/2012 (10a.), Registro: 2000296.
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podrá determinar a través de criterios cuantitativos o cuali­
tativos. El criterio cuantitativo determina la gravedad de las 
violaciones demostrando que tienen una trascendencia social 
en función de aspectos medibles o cuantificables, tales como 
el número, la intensidad, la amplitud, la generalidad, la fre­
cuencia o su prolongación en el tiempo, así como, eviden­
temente, la combinación de varios de estos aspectos. Es lógico 
que el criterio anterior no haya podido aplicarse a todos los 
casos, razón por la cual esta Suprema Corte también ha en­
tendido que en algunos supuestos la trascendencia social de 
las violaciones se puede demostrar mediante un criterio 
cualitativo, determinando si éstas presentan alguna caracte­
rística o cualidad que les dé una dimensión específica. En lo 
que respecta a la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, ese tribunal ha determinado que la 
“gravedad” radica, esencialmente, en que se presenten las 
siguientes características: multiplicidad de violaciones com­
prendidas dentro del fenómeno delictivo; especial magnitud 
de las violaciones en relación a la naturaleza de los derechos 
afectados; y una participación importante del Estado, al ser 
los actos cometidos por agentes estatales o con la aquiescen­
cia, tolerancia o apoyo del Estado.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. LA OBLIGACIÓN 
PREVISTA EN LAS REGLAS I.6.2.5. Y I.6.2.6., ASÍ COMO 
EN EL ANEXO 17, APARTADOS B Y D, DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA DOS MIL DIEZ, RELATIVA A 
RECABAR DATOS PERSONALES DE LOS JUGADORES, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA PRIVACIDAD Y PROTECCIÓN 
DE LOS DATOS PERSONALES Y A LA CONFIDENCIA­
LIDAD DE LOS PAPELES DE LOS GOBERNADOS.*

La obligación contenida en dichas reglas y anexo, concreta­
mente la de recabar el nombre, domicilio, Registro Federal 
de Contribuyentes o clave de Registro Único de Población de 
los jugadores, deriva de lo previsto en el artículo 20 de la Ley 
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, pues al 
establecer este último numeral la obligación formal de im­
plementar sistemas de cómputo para proporcionar informa­
ción a la autoridad fiscal, a fin de mejorar la eficiencia 
recaudatoria, de conformidad con las especificaciones técni­
cas, de seguridad y requerimientos de información que de­
berá tener el sistema de cómputo, previstas en las reglas 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 
3, febrero de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2355, Tesis: VI.1o.A.12 A 
(10a.), Registro: 2000238.
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generales citadas, implica que aquellos datos son necesarios 
para la aplicación de lo dispuesto en el referido precepto 
legal. Aunado a que la obligación formal señalada, por sí 
sola no implica violación al derecho a la privacidad y pro­
tección de los datos personales, y a la confidencialidad de 
los papeles de los gobernados y de la información que con­
tienen, pues tal información resulta necesaria para que la 
autoridad fiscal pueda contar con datos suficientes para veri­
ficar las operaciones y registros en los sistemas centrales de 
juegos de apuestas, así como de caja y de control de efecti­
vo, a fin de comprobar que el impuesto enterado haya sido 
determinado correctamente; sin que ello implique violación 
a la privacidad de los causantes, quienes tienen el deber de 
contribuir con el gasto público, en términos de lo dispuesto 
por el artículo 31, fracción IV, constitucional. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 109/2011. 18 de enero de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secretaria: María Elena 
Gómez Aguirre.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. EFECTOS DE SUS RESOLUCIONES.*

Los artículos 49, 50 y 51 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental disponen 
la procedencia del recurso de revisión en contra de las re­
soluciones emitidas por el Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública, especificando que dicho recurso proce­
derá en lugar del recurso genérico previsto en materia admi­
nistrativa. Asimismo, el artículo 59 de la ley dispone 
categóricamente que las resoluciones del Instituto Federal 
de Acceso a la Información Pública, al resolver los recursos de 
revisión, serán definitivas para las dependencias y entidades, 
mientras que los particulares podrán impugnarlas ante el 
Poder Judicial de la Federación. En consecuencia, resulta 
evidente que la intención del legislador fue excluir al Tribu­
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa del conocimiento 
de las resoluciones recaídas a los recursos de revisión emi­
tidas por el instituto, al igual que eliminar la posibilidad de 
que las dependencias y entidades promuevan algún juicio o 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 657, Tesis: 1a. XIV/2012 (10a.), Registro: 2000235.
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recurso ante el Poder Judicial de la Federación. Por lo antes 
expuesto, los sujetos obligados en términos de la Ley Fede­
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu­
bernamental deben dar cumplimiento incondicional a las 
resoluciones emitidas por el Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública al resolver recursos de revisión, sin que 
sea válida la utilización de recursos jurídicos, como la inter­
posición de un juicio de nulidad, o de facto, como la simple 
negativa de entregar información, para eludir dicho cum­
plimiento.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANS­
PARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL).*

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta­
blecen que el derecho de acceso a la información puede 
limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y 
los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los 
fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer 
limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten 
a la legislación secundaria para el desarrollo de los supues­
tos específicos en que procedan las excepciones que busquen 
proteger los bienes constitucionales enunciados como límites 
al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimien­
to al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece 
dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse 
y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 656, Tesis: 1a. VIII/2012 (10a.), Registro: 2000234.
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el de información confidencial y el de información reservada. 
En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, refe­
rente a la protección del interés público, los artículos 13 y 
14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados 
establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los cuales 
deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la 
difusión de la información pueda: 1) comprometer la segu­
ridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 
2) menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) 
dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del 
país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna 
persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, pre­
vención o verificación de delitos, impartición de justicia, 
recaudación de contribuciones, control migratorio o a las 
estra tegias procesales en procedimientos jurisdiccionales, 
mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, 
con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, 
sino específico, de supuestos en los cuales la información 
también se considerará reservada: 1) la que expresamente se 
clasifique como confidencial, reservada, comercial reservada 
o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 
4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 
5) procedimientos de responsabilidad administrativa sin reso­
lución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomenda­
ciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen 
parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubie­
se adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el lis­
tado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, 
si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos gené­
ricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso des­
tacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de considerarlos como información reservada.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANS­
PARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL).*

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta­
blecen que el derecho de acceso a la información puede 
limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y 
los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los 
fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer 
limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten 
a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos 
específicos en que procedan las excepciones que busquen 
proteger los bienes constitucionales enunciados como límites 
al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimien­
to al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece 
dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse 
y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 655, Tesis: 1a. VII/2012 (10a.), Registro: 2000233.
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el de información confidencial y el de información reservada. 
En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, refe­
rente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 
de la ley estableció como criterio de clasificación el de infor­
mación confidencial, el cual restringe el acceso a la in for­
mación que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribu­
ción o comercialización. Lo anterior también tiene un sus­
tento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo 
del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho 
a la protección de datos personales ­así como al acceso, rec­
tificación y cancelación de los mismos­ debe ser tutelado por 
regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean 
en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del 
apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que 
sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un 
derecho de acceso a la información pública que rige como 
regla general, aunque limitado, en forma también genérica, 
por el derecho a la protección de datos personales. Por lo 
anterior, el acceso público ­para todas las personas indepen­
dientemente del interés que pudieren tener­ a los datos 
personales distintos a los del propio solicitante de información 
sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamen­
te por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información 
confidencial puede dar lugar a la clasificación de un docu­
mento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, 
pues puede darse el caso de un documento público que sólo 
en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y 
conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restric­
ción de acceso a la información confidencial no es absoluta, 
pues puede permitirse su difusión, distribución o comerciali­
zación si se obtiene el consentimiento expreso de la persona 
a que haga referencia la información.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LOS HECHOS 
CONSTITUTIVOS DE ESTE DELITO SON VIOLACIONES 
GRAVES A LOS DERECHOS HUMANOS PARA EFECTOS DEL 
DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA AVE­
RIGUACIÓN PREVIA QUE LOS INVESTIGA.*

De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Interameri­
cana de Derechos Humanos, la desaparición forzada de 
personas constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos, que coloca a la víctima en un estado de completa inde­
fensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo 
particularmente grave cuando forma parte de un patrón 
sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado. En 
con secuencia, si en un caso concreto, el fenómeno delictivo 
fue cometido por agentes estatales e implicó la violación 
intensa a los derechos a la vida, la integridad personal, la 
libertad y el reconocimiento a la personalidad jurídica de la 
víctima, no cabe duda que nos encontramos ante una viola­
ción grave a los derechos humanos, por lo que la autoridad 
ministerial, de conformidad con el artículo 14 de la Ley Fe­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 654, Tesis: 1a. XII/2012 (10a.), Registro: 2000219.
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deral de Transpa rencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, debe garantizar el acceso a la averiguación 
previa que investiga estos hechos.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. ACCESO A LAS AVERI­
GUACIONES PREVIAS QUE INVESTIGUEN HECHOS QUE 
CONSTITUYAN GRAVES VIOLACIONES A DERECHOS 
HUMANOS O DELITOS DE LESA HUMANIDAD.*

En materia de derecho a la información pública, la regla 
general en un Estado democrático de derecho debe ser el 
acceso y máxima publicidad de la información. Sin embargo, 
la regla general presenta algunas excepciones, las cuales, 
por mandato constitucional, deben estar previstas en leyes 
en sentido formal y material. Una de estas excepciones es el 
caso de las averiguaciones previas, cuyo contenido debe con­
siderarse como estrictamente reservado, en términos de lo dis­
puesto en el artículo 16 del Código Federal de Proce di mientos 
Penales, y de los artículos 13, fracción V, y 14, fracción III, 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental. Ahora bien, esta limitante tampoco 
puede considerarse como absoluta y presenta una excepción 
­de modo que estamos ante una excepción a la excepción­ 
consistente en que, de conformidad con lo dispuesto en el 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
febrero de 2012, Primera Sala, p. 652, Tesis: 1a. IX/2012 (10a.), Registro: 2000212.
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último párrafo del artículo 14 de la Ley Federal de Transpa­
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no 
puede alegarse el carácter de reservado cuando la averigua­
ción previa investigue hechos constitutivos de graves vio­
laciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. Las 
averiguaciones previas se mantienen reservadas en atención 
a que la difusión de la información contenida en ellas podría 
afectar gravemente la persecución de delitos y, con ello, al 
sistema de impartición de justicia. A pesar de lo anterior, la ley 
previó como excepción a la reserva de las averiguaciones pre­
vias aquellos casos extremos en los cuales el delito persegui­
do es de tal gravedad que el interés público en mantener la 
averiguación previa en reserva se ve superado por el interés 
de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligen­
cias que se estén llevando a cabo para la oportuna investi­
gación, detención, juicio y sanción de los responsables. Estos 
casos de excepción son las investigaciones sobre graves 
violaciones a derechos humanos y delitos o crímenes de lesa 
humanidad. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación recuerda que el Tribunal Pleno reconoció en la 
tesis jurisprudencial P./J. 54/2008, el doble carácter del de­
recho de acceso a la información, como un derecho en sí 
mismo, pero también como un medio o instrumento para el 
ejercicio de otros derechos. En este sentido, el Tribunal Ple­
no destacó que el derecho de acceso a la información es la 
base para que los gobernados ejerzan un control respecto 
del funcionamiento institucional de los poderes públicos, por 
lo cual se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el 
manejo de la información y, por ende, como una exigencia 
social de todo Estado de Derecho. En virtud de lo anterior, 
cobra una especial relevancia la necesidad de permitir el 
acceso a la información que conste en averiguaciones previas 
que investiguen hechos que constituyan graves violaciones 
a derechos humanos o crímenes de lesa humanidad, pues 
estos supuestos no sólo afectan a las víctimas y ofendidos 
en forma directa por los hechos antijurídicos, sino que ofen­
den a toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por 
las repercusiones que implican.
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Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 54/2008 citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, con el 
rubro: “ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.”
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DELITOS O CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD. SU CON­
CEPTO PARA EFECTOS DEL DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE 
LOS INVESTIGA.*

De conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de Trans­
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
no puede alegarse el carácter de reservado cuando la averi­
guación previa investigue hechos constitutivos de graves 
violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. 
A fin de que el intérprete determine si un caso concreto se 
ubica en el supuesto de excepción relativo a los delitos de lesa 
humanidad y deba dar acceso a la averiguación previa co­
rrespondiente, es necesario que atienda, a nivel federal, al 
Título Tercero del Código Penal Federal, el cual tipifica como 
delitos contra la humanidad, en su artículo 149, a la violación 
a los deberes de humanidad respecto de prisioneros y rehenes 
de guerra y, en su artículo 149 bis, al genocidio. Adicional­
mente, es necesario tener en cuenta que el Estado mexicano 
ratificó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 
1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 650, Tesis: 1a. X/2012 (10a.), Registro: 2000209.
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adoptado en la capital italiana el 17 de julio de 1998. Asimis­
mo, el 31 de diciembre de 2005, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el decreto por el cual se promulgó 
dicho Estatuto. Esta Primera Sala observa que el artículo 7o. 
del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, norma 
vigente en el ordenamiento jurídico mexicano, define los 
delitos o crímenes de lesa humanidad y establece un catá logo 
sobre las conductas que deberán considerarse como tales. 
Así, el asesinato; el exterminio; la esclavitud; la deportación 
o traslado forzoso de la población; la encarcelación u otra 
privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; la tortura; la viola­
ción, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo for­
zado, esterilización forzada u otros abusos sexuales de 
gravedad comparable; la persecución de un grupo o colecti­
vidad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género 
u otros motivos universalmente reconocidos como inacepta­
bles con arreglo al derecho internacional; la desaparición 
forzada de personas; el crimen de apartheid, así como otros 
actos inhumanos de carácter similar que causen intencional­
mente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o física, serán considerados 
delitos o crímenes de lesa humanidad, tal y como los define 
el apartado segundo del párrafo primero del artículo 7o. del 
Estatuto de Roma. Asimismo, es importante señalar que estos 
delitos serán considerados como crímenes de lesa humani­
dad de conformidad con el Estatuto de Roma, únicamente 
cuando se cometan como parte de un ataque generalizado 
o sistemático contra una población civil y con conocimiento 
de dicho ataque; entendiendo por ataque generalizado contra 
la población civil la línea de conducta que implique la comi­
sión de actos mencionados en el catálogo de referencia 
contra una multiplicidad de personas dentro de dicha pobla­
ción; mientras que por sistematizado debe entenderse que 
los actos se cometan de conformidad con la política de un 
Estado o de una organización de cometer esos actos o para 
promover esa política, es decir, en seguimiento de un plan 
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preconcebido, lo cual excluiría a aquellos actos cometidos 
al azar.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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OPOSICIÓN DE LAS PARTES PARA LA PUBLICACIÓN DE 
SUS DATOS PERSONALES EN ASUNTOS SEGUIDOS ANTE 
LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN. SI EL JUEZ DE DISTRITO OMITE PROVEER LO 
RELATIVO A DICHA SOLICITUD, EL TRIBUNAL REVISOR 
DEBE HACERLO DE OFICIO, AUN CUANDO NO SE 
EXPON GA EL AGRAVIO CORRESPONDIENTE.*

Conforme a una interpretación sistemática de los artículos 
6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos; 3, fracción XIV, inciso c), 4, fracción III, y 8 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, así como del precepto 8 del Reglamento de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la 
Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­
mental, se colige que el derecho fundamental de las partes 
a la oposición de la publicación de sus datos personales 
puede ejercerse en cualquier instancia seguida ante los ór­
ganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 
3, febrero de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2371, Tesis: I.3o.(I Región) 
1 K (9a.), Registro: 160284.
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quienes están obligados a garantizarlo en los términos y con 
las excepciones que fijen las leyes; consecuentemente, ante la 
omisión del Juez de Distrito de proveer lo relativo a la solici­
tud de mérito, el tribunal revisor debe hacerlo de oficio, aun 
cuando no se hubiera expuesto el agravio correspondiente.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL 
DISTRITO FEDERAL.

Amparo en revisión 668/2011. 30 de septiembre de 2011. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Gaspar Paulín Carmona. Secretario: Luis 
Benítez Alcántara.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO 
PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE 
DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURA­
LEZA, CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN 
DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES 
DE SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL).*

Si bien es cierto que los artículos 74 y 75 de la Ley de Trans­
parencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
San Luis Potosí, así como los diversos 53 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber­
namental y 93 de su reglamento regulan, a través de un 
medio de defensa o mediante un procedimiento, cómo debe 
respetarse el derecho de acceso a la información, también 
lo es que cuando existe omisión de la dependencia o auto­
ridad de responder a una solicitud de esa naturaleza, el 
gobernado puede estimar válidamente que se cometió en su 
perjuicio una transgresión al derecho de petición contenido 
en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual garantiza la obligación de las 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, 
marzo de 2012, Segunda Sala, p. 352, Tesis: 2a./J. 4/2012 (10a.), Registro: 2000299.
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autoridades de responder cualquier solicitud en breve térmi­
no y de dar a conocer la respuesta al interesado. En ese tenor, 
para el efecto de la procedencia del juicio de amparo pro­
movido contra la omisión de una autoridad de responder 
sobre una solicitud de acceso a la información, en términos de 
la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, debe 
de terminarse en principio la violación o transgresión que el 
peticionario de amparo aduce que se cometió a sus derechos, 
lo que dará pauta al órgano de control constitucional para 
decidir si en el caso se actualiza o no la causa de improceden­
cia consistente en que no se agotó el medio o procedimiento 
establecido en la ley que rige al acto, antes de acudir al am­
paro. Así, cuando se aduce en la demanda de amparo una 
violación directa al derecho de petición, el juzgador no pue­
de estimar que se actualiza la causal de improcedencia refe­
rida, pues en este caso el derecho de petición no se rige por 
las leyes de transparencia y de acceso a la información pú­
blica en las que sí se establece un recurso o medio de de­
fensa por el que pueden ser revocados o nulificados los 
actos reclamados, pues debe tenerse presente que lo que 
busca el peticionario de amparo es que la autoridad conteste 
su solicitud en breve término y que haga de su conocimiento 
la respuesta.

Contradicción de tesis 397/2011. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Noveno Cir­
cuito, y Primero y Cuarto en Materia Administrativa del Primer 
Cir cuito. 9 de diciembre de 2011. Mayoría de tres votos. Disiden­
tes: José Fernando Franco González Salas y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: 
Óscar Zamudio Pérez. 

Tesis de jurisprudencia 4/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once de enero 
de dos mil doce.
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DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE COMUNICACIONES 
PRIVADAS. EL HECHO DE QUE EL JUEZ COMPETENTE 
PUEDA, EXCEPCIONALMENTE, EN LA PERSECUCIÓN E 
INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS, ORDENAR LA IN­
TROMI SIÓN A TELÉFONOS CELULARES, NO IMPLICA 
QUE EL MINISTERIO PÚBLICO PUEDA EXIGIR A LOS 
AGENTES INVESTIGADORES LA REPRODUCCIÓN DE 
LOS ARCHIVOS ELECTRÓNICOS QUE CONTENGA EL 
TELÉFONO MÓVIL DE UN DETENIDO.*

El derecho a la privacidad o intimidad está protegido por el 
artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual establece la garantía de 
seguridad jurídica de todo gobernado a no ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino cuan­
do medie mandato de autoridad competente debidamente 
fundado y motivado; además, el párrafo décimo segundo del 
propio numeral dispone que las comunicaciones privadas 
son inviolables, pero que el Juez valorará el alcance de éstas, 
siempre y cuando contengan información relacionada con 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 
2, marzo de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1125, Tesis: XVIII.4o.7 P 
(9a.), Registro: 160235.

PARTE 4-MB 2014.indd   827 22/04/2014   10:13:33 a.m.



828 Suprema Corte de Justicia de la Nación

la comisión de un delito, mientras que el siguiente párrafo 
establece que exclusivamente la autoridad judicial federal, a 
petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular 
del Ministerio Público de la entidad federativa correspon­
diente, podrá autorizar la intervención de cualquier comu­
nicación privada y que para ello la autoridad competente 
deberá fundar y motivar las causas legales de la soli citud, 
expresando además, el tipo de intervención, los sujetos y su 
duración, sin que tales autorizaciones puedan otorgarse 
cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mer­
cantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su defensor. Ahora bien, 
los archivos electrónicos almacenados en teléfonos celulares 
merecen la protección que se les otorga a las comunicaciones 
privadas, ya que actualmente, a través de esos medios, pue­
den resguardarse datos privados e íntimos de las personas, 
en forma de texto, audio, imagen o video, los cuales, de re­
velarse a terceros, pueden llegar a afectar la intimidad y pri­
vacidad de alguien, en ocasiones, con mayor gravedad y 
trascendencia que la intervención a una comunicación verbal 
o escrita, o incluso a un domicilio particular; luego, no existe 
razón o disposición constitucional alguna que impida exten­
der la garantía de inviolabilidad de las comunicaciones pri­
vadas a los teléfonos celulares que sirven para comunicarse, 
además de verbalmente, mediante el envío y recepción de 
mensajes de texto, y de material audiovisual, así como para 
conservar archivos en los formatos ya referidos y acceder a 
cuentas personales en Internet, entre otras funciones afines, 
máxime que la Constitución Federal no limita su tutela a las 
formas escritas y verbales de comunicación, sino que alude 
a las comunicaciones privadas en general. Así, tratándose de la 
persecución e investigación de delitos, excepcionalmente 
el Juez competente podrá ordenar la intromisión a los telé­
fonos celulares, pero en ningún caso el Ministerio Público 
puede exigir a los agentes investigadores que reproduzcan 
los archivos electrónicos que contenga el teléfono celular de 
algún detenido. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIR­
CUITO.

Amparo directo 241/2010. 7 de julio de 2011. Mayoría de votos. 
Disidente: Ma. Carmen Pérez Cervantes. Ponente: Gerardo Dá vila 
Gaona. Secretario: Max Gutiérrez León.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradic­
ción de tesis 194/2012, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
1a./J. 115/2012 (10a.) de rubro: “DERECHO A LA INVIOLABI­
LIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO DE 
PROTECCIÓN SE EXTIENDE A LOS DATOS ALMACENADOS EN 
EL TELÉFONO MÓVIL ASEGURADO A UNA PERSONA DETE NIDA 
Y SUJETA A INVESTIGACIÓN POR LA POSIBLE COMISIÓN DE 
UN DELITO.”
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INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. CONSTITUYE UNA 
MANIFESTACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
INTIMIDAD.*

El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, 
previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, primer párrafo, en relación con 
el párrafo noveno del mismo numeral, así como en el ar tículo 
11 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
constituye una manifestación del derecho fundamental a la 
intimidad, entendido como aquel ámbito reservado de la vida 
de las personas, excluido del conocimiento de terceros, sean 
éstos poderes púbicos o particulares, en contra de su volun­
tad. Esto es así, ya que este derecho fundamental protege un 
ámbito espacial determinado, el “domicilio”, por ser aquel 
un espacio de acceso reservado en el cual los individuos 
ejercen su libertad más íntima. De lo anterior se deriva que, 
al igual que sucede con el derecho fundamental al secreto 
de las comunicaciones, lo que se considera constitucional­
mente digno de protección es la limitación de acceso al 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 
1, mayo de 2012, Primera Sala, p. 1100, Tesis: 1a. CIV/2012 (10a.), Registro: 2000818.
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domicilio en sí misma, con independencia de cualquier con­
sideración material.

Amparo directo en revisión 2420/2011. 11 de abril de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA RADIODIFUSIÓN ES UN 
MEDIO TECNOLÓGICO PARA EJERCER ESE DERECHO.*

Conforme al artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho a la 
información estará garantizado por el Estado, lo que debe 
ser de manera general, incluyendo tanto la que es producida 
o se encuentra en posesión de los órganos de gobierno, 
como la que es propia de los particulares; garantía que debe 
cumplirse no sólo respecto de su difusión, sino también de 
su recepción por el público en general o destinatarios del 
medio, pues el enunciado normativo previsto en el mandato 
constitucional no se limita a la información pública guber­
namental. Así, cualquier marco normativo o política gu­
bernamental debe empezar por garantizar el ejercicio de ese 
derecho, el cual si bien puede ser restringido excepcional­
mente, las restricciones correspondientes deben estar fijadas 
por la ley y buscar la protección y respeto de algún interés 
o bien jurídicamente tutelado, como: a) los derechos o repu­
tación de los demás, b) la seguridad nacional, c) el orden 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo 
1, junio de 2012, Primera Sala, p. 262, Tesis: 1a. XIX/2012 (9a.), Registro: 160070.
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público, d) la salud pública, y, e) la moral pública; de ahí 
que, al ser la radiodifusión un medio tecnológico para ejer­
cer dicho derecho, el Estado debe establecer las condiciones 
para su pleno ejercicio sin discriminación alguna, mediante 
políticas públicas en la materia; así, las restricciones deben 
cumplir con los criterios de: a) razonabilidad, esto es, deberá 
enfocarse a los fines perseguidos, y b) proporcionalidad, que 
se traduce en que la medida no impida el ejercicio de aquel 
derecho en su totalidad o genere en la población una inhibi­
ción en su ejercicio.

Amparo en revisión 531/2011. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Ignacio Valdés Barreiro.
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PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN DEL SISTEMA Y 
CENTRO DE CONTROL DE VIDEO VIGILANCIA PARA LA 
ZONA METROPOLITANA DE GUADALAJARA, JALISCO. 
SI LA DOCUMENTACIÓN QUE LO INTEGRA SE CLASIFICÓ 
COMO RESERVADA NO PUEDE LEGALMENTE SER RE­
QUERIDA POR UN JUEZ FEDERAL EN EL JUICIO DE 
AMPARO, POR TRATARSE DE CUESTIONES ATINENTES 
A LA SEGURIDAD PÚBLICA.*

El derecho a la información previsto en la última parte del 
artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no es absoluto, sino que se encuentra sujeto a 
limitaciones o excepciones que se sustentan, entre otras 
razones, en la protección de la seguridad nacional y han 
dado origen a la figura jurídica del secreto de información 
que se conoce en la doctrina como “reserva de información” 
o “información clasificada”. Consecuentemente, si la docu­
mentación que integra el procedimiento de adjudicación del 
Sistema y Centro de Control de Video Vigilancia para la Zona 
Metropolitana de Guadalajara, Jalisco, que tiene como fina­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 
3, julio de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2036, Tesis: III.2o.A.17 A 
(10a.), Registro: 2001158.

PARTE 4-MB 2014.indd   835 22/04/2014   10:13:33 a.m.



836 Suprema Corte de Justicia de la Nación

lidad que a través de cámaras de video y un software en la 
red de telecomunicaciones en fibra óptica se ejerza mayor 
vigilancia para abatir la inseguridad pública, se clasificó por la 
autoridad como reservada, no puede legalmente ser reque­
rida por un Juez Federal en el juicio de amparo, porque 
quedaría expuesta y a disposición de las partes, quienes 
pueden difundir el propósito y las características de dicho 
sistema poniendo en riesgo la seguridad del Estado y, en 
consecuencia, de la ciudadanía en general.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Queja 18/2012. Secretaría de Administración del Estado de Jalis­
co. 22 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás 
Gómez Verónica. Secretario: Guillermo García Tapia.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. CON­
CEPTO DE FIGURA PÚBLICA PARA EFECTOS DE LA 
APLICACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL.*

De conformidad con el “sistema de protección dual”, los su­
jetos involucrados en notas periodísticas pueden tener, en 
términos generales, dos naturalezas distintas: pueden ser 
personas o figuras públicas o personas privadas sin proyec­
ción pública. Lo anterior permitirá determinar si una persona 
está obligada o no a tolerar un mayor grado de intromisión 
en su derecho al honor que lo que están el resto de las per­
sonas privadas, así como a precisar el elemento a ser conside­
rado para la configuración de una posible ilicitud en la 
conducta impugnada. Al respecto, es importante recordar 
que, como esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación estableció en la tesis aislada  1a. XXIII/2011 
(10a.), cuyo rubro es: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMI­
TES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL 
ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.”, el acento de este um­
bral diferente de protección no se deduce de la calidad del 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, 
agosto de 2012, Primera Sala, p. 489, Tesis: 1a. CLXXIII/2012 (10a.), Registro: 2001370.
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sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan 
las actividades o actuaciones de una persona determinada. 
En este sentido, existen, al menos, tres especies dentro del 
género “personas o personajes públicos” o “figuras públicas”, 
siendo este último término el más difundido en la doctrina 
y jurisprudencia comparadas. La primera especie es la de los 
servidores públicos. La segunda comprende a personas pri­
vadas que tengan proyección pública, situación que también 
resulta aplicable a las personas morales en el entendido de 
que su derecho al honor sólo incluye la vertiente objetiva 
de dicho derecho, es decir, su reputación. La proyección 
pública de una persona privada se debe, entre otros factores, 
a su incidencia en la sociedad por su actividad política, profe­
sión, trascendencia económica o relación social, así como a 
la relación con algún suceso importante para la sociedad. 
Finalmente, los medios de comunicación constituyen una 
tercera especie ­ad hoc­ de personas públicas, tal y como se 
desprende de la tesis aislada 1a. XXVIII/2011 (10a.), cuyo 
rubro es: “MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERA­
CIÓN COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS 
DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.”, emitida 
por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Nota: Las tesis aisladas 1a. XXIII/2011 (10a.) y 1a. XXVIII/2011 
(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, 
enero de 2012, páginas 2911 y 2914, respectivamente.
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DAÑO MORAL. PLAZO PARA LA PRESCRIPCIÓN DE AC­
CIONES EJERCIDAS PARA EXIGIR RESPONSABILIDAD 
POR PUBLICACIONES REALIZADAS EN LA INTERNET 
(LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTEC­
CIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y 
LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL).*

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley de 
Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la 
Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal, las acciones para exigir la reparación del daño cau­
sado por el ejercicio de las libertades de expresión e infor­
mación prescriben en dos años, contados a partir de la 
realización del hecho que se presume ilícito. En este sentido, 
una publicación en la internet constituye un acto de ejecución 
instantánea, naturaleza que no se ve afectada por su subsis­
tencia y accesibilidad en dicho medio, de modo que el inicio 
del cómputo del plazo de prescripción comenzará a correr 
a partir de la fecha de su publicación. Así, la subsistencia y 
accesibilidad de una publicación en la internet no tienen 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, 
agosto de 2012, Primera Sala, p. 480, Tesis: 1a. CLXXI/2012 (10a.), Registro: 2001285.
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incidencia alguna en relación con el cómputo del plazo para 
efectos de la prescripción de la acción, lo que no quiere 
decir que dichos hechos carezcan de toda relevancia jurídica 
pues, de admitirse la acción respecto de dicho acto, su publi­
cidad y difusión serían elementos que debieran considerarse 
ante un eventual pronunciamiento respecto del fondo y las 
medidas de reparación que pudieren llegar a dictarse en una 
sentencia. Sostener lo contrario, implicaría que el inicio del 
plazo de prescripción de la acción por daño moral perma­
neciese suspendido durante todo el tiempo que un artículo, 
comentario, imagen u otro acto de naturaleza análoga, se 
encontrase disponible en la internet, lo que en estos tiempos 
equivaldría a hacer nugatorio el plazo de prescripción.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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DAÑO MORAL. MARCO NORMATIVO APLICABLE EN EL 
DISTRITO FEDERAL.*

En el Distrito Federal se prevé la existencia de dos regímenes 
normativos distintos para regular la responsabilidad civil por 
afectaciones al patrimonio moral: si la acción para reclamar 
la reparación del daño tiene como origen el ejercicio pre­
suntamente abusivo de las libertades de expresión e infor­
mación, el marco normativo aplicable es el previsto en la 
Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal; si, por el contrario, la acción tiene su origen en un 
hecho o acto jurídico distinto, entonces el marco normativo 
aplicable es el previsto en el artículo 1916 del Código Civil 
para el Distrito Federal. Así pues, el primero de los regímenes 
antes descritos ha derogado al previsto en el Código Civil en 
materia de afectaciones al patrimonio moral derivadas del 
ejercicio de las libertades de expresión e información, según 
se desprende de la redacción del artículo 1o. de la ley antes 
citada y del hecho consistente en que la ley representa una 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, 
agosto de 2012, Primera Sala, p. 479, Tesis: 1a. CLXX/2012 (10a.), Registro: 2001284.
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norma especial ­y posterior­ respecto del artículo 1916 del 
Código Civil, en tanto regula una especie del género identifi­
cado como responsabilidad por daño moral. Lo anterior se 
refuerza con la exposición de motivos de la ley, como ele­
mento coadyuvante para reconstruir la voluntad del legis lador, 
según la cual resultaba necesario substituir la figura del daño 
moral prevista en el Código Civil con una ley espe cial de 
naturaleza civil que, por un lado, despenalice los denomina­
dos delitos contra el honor y, por otro, que permita un pro­
ceso ágil, eficaz y pertinente para resarcir los derechos de la 
personalidad lesionados con motivo del ejerci cio de los de­
rechos a las libertades de expresión e información.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Art uro Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. LAS ME­
DIDAS CAUTELARES QUE RESTRINGEN SU EJERCICIO 
CONSTITUYEN ACTOS DE CENSURA PREVIA.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha reconocido que en ocasiones la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos o los tratados internacionales 
incluyen normas específicas sobre límites a los derechos 
fundamentales que estructuralmente son reglas y no princi­
pios, las cuales dictan con precisión el tipo de conclusión 
jurídica que se sigue en una determinada hipótesis, supuesto 
en el que se encuentra la prohibición de la censura previa 
contenida en el primer párrafo del artículo 7o., de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. De lo 
an terior se desprende que esta prohibición específica hace 
innecesario desarrollar una operación analítica para determi­
nar cuándo la limitación a un derecho está o no justificada, 
de modo que en la medida en que la norma analizada pueda 
calificarse de censura previa, será obligado concluir que es 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 
1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 512, Tesis: 1a. CLXXXVII/2012 (10a.), Re­
gistro: 2001680.
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inconstitucional. Esta prohibición de censura previa obliga a 
todas las autoridades estatales a abstenerse de toda forma de 
acción u omisión encaminada a impedir, dificultar o imposi­
bilitar de forma directa o indirecta, mediata o inmediata, la 
publicación y circulación de la información impresa. Los 
jueces sólo pueden determinar medidas de reparación ante 
eventuales hechos cometidos en abuso de las libertades de 
información y expresión mediante sentencias definitivas, es 
decir, imponiendo responsabilidades ulteriores a la comi­
sión de los hechos. Consecuentemente, la orden judicial ­ya 
sea como medida cautelar o en cualquier otra forma­ consis­
tente en prohibir a una persona hacer uso de dichas liberta­
des hacia el futuro, constituye un acto de autoridad abierta 
y flagrantemente violatorio de los artículos 6o. y 7o. consti­
tucionales, así como de los artículos 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos. Lo anterior se debe a 
que es hasta el momento en que se actualiza el ejercicio de 
las libertades de expresión e información ­mediante la divul­
gación de la información­, cuando se podría llegar a afectar 
derechos de terceros y nunca con anterioridad a la circula­
ción de lo expresado.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. REQUISITOS QUE DEBE 
CUMPLIR SU EJERCICIO.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que la información debe cumplir con dos requi­
sitos internos: la veracidad y la imparcialidad, cuya comprensión 
debe actualizarse y aplicarse de conformidad con la doctrina 
que la Primera Sala ha ido desarrollando en sus sentencias 
recientes. La evolución de la doctrina de este alto tribunal res­
pecto a la libertad de información nos permite atender, en 
casos de interés público y sobre figuras públicas, a la prin­
cipal consecuencia del sistema de protección dual, es decir, 
al estándar de la real malicia. Esta doctrina se traduce en la 
imposición de sanciones civiles en supuestos muy específicos: 
(i) respecto a servidores públicos, cuando se difunda informa­
ción falsa ­a sabiendas de su falsedad y con total despreo­
cupación sobre si era o no falsa­ y con la clara intención de 
dañar; y (ii) por lo que hace a personas privadas con pro­
yección pública, cuando se difunda información a sabiendas 
de su falsedad. Es relevante matizar que si la noticia inexacta 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, 
Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 512, Tesis: 1a. CCXXIII/2012 (10a.), 
Registro: 2001677.
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involucra a figuras particulares en cuestiones también par­
ticulares, no tiene aplicación la doctrina de la “real malicia”, 
funcionando en su reemplazo los principios generales sobre 
responsabilidad civil. Lo mismo ocurre si se trata de personas 
con proyección pública pero en aspectos concernientes a su 
vida privada que carezcan de relación con el interés público. 
En cuanto al alcance de esta doctrina en materia probatoria 
para aquellos casos en que se analice la eventual responsa­
bilidad de una persona por un supuesto exceso en el ejer cicio 
de su libertad de información, se reitera la doctrina de esta 
Primera Sala sobre el doble juego de la exceptio veritatis, en 
cuanto a que su acreditación impide cualquier intento de fincar 
responsabilidad al autor de la nota periodística, así como en 
cuanto a que tampoco se requiere dicha acreditación como 
requisito sine qua non para evitar una condena.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. PARA SU EJERCICIO BASTA 
SUSTENTAR LOS CONTENIDOS PUBLICADOS EN RESO­
LUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES, SIN QUE SEA 
NECESARIO QUE AQUÉLLAS SE ENCUENTREN FIRMES.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha reconocido en su jurisprudencia constante que los repor­
tajes y las notas periodísticas destinados a influir en la forma­
ción de la opinión pública deben cumplir con un cierto 
estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los 
hechos acerca de los cuales informan. En ese sentido, entre 
las fuentes que pueden sustentar el contenido del ejercicio 
a la libertad de información, resultan idóneas las resoluciones 
emitidas por autoridades estatales ­como pueden ser las in­
vestigaciones que llevan a cabo la Auditoría Superior de la 
Federación y la Secretaría de la Función Pública, sin impor­
tar el estado procesal en que se encuentren las investiga ciones 
de las cuales emanen. Así, la exigencia de que sólo resolu­
ciones firmes, que hayan causado estado, puedan ser utili­
zadas como fuentes para un artículo o reportaje, resulta 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 
1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 511, Tesis: 1a. CLXXXVI/2012 (10a.), Re­
gistro: 2001676.
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contraria a los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior se debe a que 
una exigencia tan rigurosa equivaldría a la aniquilación del 
periodismo investigativo, al exigirles a los periodistas que cum­
plan con el mismo estándar exigido a los juzgadores. En la 
misma línea, basta con que los datos expuestos en una nota 
informativa se hubiesen fundamentado en investigaciones 
abiertas o en resoluciones ­aun cuando no hayan alcanzado 
el carácter de cosa juzgada­, para alcanzar dicha protección 
constitucional, sin que el resultado de una investigación pue­
da servir para cuestionar, retroactivamente, la veracidad de 
una nota periodística.

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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LIBERTAD DE INFORMACIÓN. EL ESTÁNDAR DE CONS­
TITUCIONALIDAD DE SU EJERCICIO ES EL DE RELE­
VANCIA PÚBLICA (LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRI­
VADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DIS TRITO 
FEDERAL).*

De la interpretación integral de los artículos 7, 25 y 28 a 34, de 
la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal, se desprende que el estándar de constitucionalidad 
del resultado del ejercicio de la libertad de información es 
el de relevancia pública, el cual depende de dos elementos: 
(i) el interés general por la materia y por las personas que 
en ella intervienen; y (ii) el contenido de la información en 
sí mismo, según la doctrina de la malicia efectiva, lo cual 
cobra importancia cuando las noticias comunicadas redundan 
en descrédito del afectado, pues en caso contrario, ni siquie­
ra existiría un conflicto entre derechos fundamentales al no 
observarse una intromisión al derecho al honor. La distinción 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, 
Tomo 1, septiembre de 2012, Primera Sala, p. 510, Tesis: 1a. CLXXXV/2012 (10a.), 
Registro: 2001675.
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entre figuras públicas y personas privadas sin proyección 
pública, debe entenderse dentro del “sistema dual de pro­
tección”, mientras que la calificación de un tema como de 
“interés general”, debe valorarse en cada caso concreto.

Amparo directo 8/2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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LIBERTAD DE IMPRENTA. SU MATERIALIZACIÓN EN 
SEN TIDO AMPLIO EN DIVERSAS FORMAS VISUALES, 
ES UNA MODALIDAD DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 
ENCAMINADA A GARANTIZAR SU DIFUSIÓN.*

Tradicionalmente se ha entendido al derecho fundamental 
contenido en el artículo 7o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su sentido literal, como rela­
tivo a la industria editorial, tipográfica o a través de la impre­
sión de documentos; sin embargo, lo cierto es que atendiendo 
al dinamismo de las formas de comunicación actuales, al 
empleo de las nuevas tecnologías, forma de difusión de és­
tas y acceso a la sociedad, debe entenderse a la libertad de 
imprenta en un sentido amplio y de carácter funcional, adscri­
biéndose no sólo la impresión tradicional en papel, sino 
incluso de modo electrónico, a través de medios de almace­
namiento o vía satelital, que puedan hacerse del conocimiento 
del público en general, como las diversas formas audio/vi­
suales ­como lo es el cine y video­ a través de las cuales 
puede desarrollarse la función que se pretende con la liber­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, 
septiembre de 2012, Primera Sala, p. 509, Tesis: 1a. CCIX/2012 (10a.), Registro: 2001674.
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tad de imprenta. Así, del contenido armónico de los artículos 
6o. y 7o. constitucionales, se puede sostener que la libertad 
de imprenta es una modalidad de la libertad de expresión, 
encaminada a garantizar su difusión. Tales derechos se en­
cuentran íntimamente vinculados, ya que mientras el primero 
de los artículos mencionados establece el derecho funda­
mental a la manifestación de las ideas, el segundo atiende a 
su difusión, que puede ser de carácter cultural a través de 
una manifestación artística. La libertad de imprenta protege 
el derecho fundamental a difundir la libre expresión de las 
ideas, de cualquier materia, previéndose de manera desta cada 
la inviolabilidad de este derecho, y que ninguna ley ni au­
toridad podrán establecer la previa censura, ni exigir fianza 
a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, 
lo que constituye una de sus características esenciales, ya 
que si la difusión, como forma de transmitir las ideas e in­
formación, materia de la libertad de expresión, fuera a con­
dición de su previa aprobación, autorización, restricción o 
bajo condiciones, tal derecho fundamental se vería coartado 
de manera radical, afectando a los titulares de ese derecho en 
el ámbito de manifestar, difundir y recibir con plenitud la 
información, tanto de interés general, como la que es única­
mente de interés particular.

Amparo directo 11/2011. 2 de mayo de 2012. Mayoría de tres 
votos. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro.
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INSTITUTOS DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA IN­
FORMACIÓN PÚBLICA DE LOS ESTADOS DE JALISCO Y 
TABASCO. ESTÁN LEGITIMADOS PARA INTERPONER 
RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA DE 
AMPARO DONDE INTERVINIERON COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE, AUNQUE HAYAN EJERCIDO FUNCIONES 
MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.*

Los indicados Institutos tienen legitimación para interponer 
recurso de revisión contra la sentencia de amparo donde 
intervinieron como autoridad responsable, inclusive en los 
casos en que hayan emitido actos materialmente jurisdiccio­
nales, pues no son tribunales judiciales ni jurisdiccionales, 
sino organismos autónomos, dotados de personalidad jurí­
dica, patrimonio, autonomía de gestión y presupuestaria, en 
términos de las respectivas Constituciones locales y además 
porque tienen como interés preponderante resguardar los obje­
tivos administrativos de orden público que se les encomiendan 
legalmente; esto es, no son autoridades jurisdiccionales, aun 
cuando dentro de sus facultades está la de resolver los re­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 
2, septiembre de 2012, Segunda Sala, p. 787, Tesis: 2a./J. 91/2012, Registro: 2001656.
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cursos interpuestos contra actos y resoluciones dictados por 
los sujetos obligados, con relación a las solicitudes de acceso 
a la información, pues aun en tales extremos no tienen la 
naturaleza de un tribunal ni pueden equiparársele.

Contradicción de tesis 223/2012. Entre las sustentadas por el Tri­
bunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Ad ministrativa del Tercer Circuito. 11 de julio de 2012. Unanimi­
dad de cuatro votos; votó con salvedad Sergio A. Valls Hernández. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo 
el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Guada­
lupe Margarita Ortiz Blanco. 

Tesis de jurisprudencia 91/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de agosto 
de dos mil doce.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. SI FUE NEGADA 
Y LA PERSONA ACUDE AL CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO, LA AUTORIDAD QUE LO RESUELVA, EN ATENCIÓN 
AL PRINCIPIO PRO PERSONA, DEBE APLICAR LA LEY 
DE LA MATERIA Y NO EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PORQUE AQUÉLLA OTORGA 
ESE DERECHO CON MAYOR AMPLITUD (LEGISLACIÓN 
PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO).*

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos obliga a los juzgadores a interpretar las normas 
relativas a los derechos humanos de conformidad con la 
propia Ley Fundamental y con los tratados internacionales 
de la materia de que se trate, favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia. Precepto constitucio­
nal que consigna el principio pro persona, criterio herme­
néutico de acuerdo con el cual debe atenderse a la 
interpretación extensiva de la norma cuando se trata de 
reco nocer derechos protegidos e, inversamente, a la restrin­
gida cuando se determinan limitaciones permanentes a su 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 
3, septiembre de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1493, Tesis: XVI.1o.A.T.7 K 
(10a.), Registro: 2001549.
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ejercicio o su suspensión extraordinaria; siendo extensiva 
porque las normas que rigen o consignan pautas de protec­
ción a esos derechos, pueden localizarse en leyes secundarias, 
procesales o no incluidas en el capítulo de algún cuerpo 
legal en el que se consigne el catálogo de esos derechos. 
Interpre tación permitida por el principio de universalidad de 
los derechos humanos, que establece que su protección 
puede ser reconocida y garantizada en normas de cualquier 
rango, incluso, con base en el diverso principio de indivisi­
bilidad, el cual prohíbe jerarquizarlos. Por otro lado, el de­
recho a la información pública que reconoce el artículo 6o. 
constitucional, en el Estado de Guanajuato está desarrollado, 
entre otros, en los artículos 6o., fracción II, 8 y 23 del Códi­
go de Procedimiento y Justicia Administrativa y 39 y 40 de 
la Ley de Acceso a la Información Pública, ambos para el 
Estado y los Municipios. De ahí que cuando una persona 
requiera información a un ente público, ésta sea negada y 
acuda al contencioso administrativo, la autoridad que lo re­
suelva, aun cuando tiene la posibilidad de aplicar la primera 
ley, en atención al principio pro persona, debe aplicar la 
segunda porque otorga el derecho de acceso a la información 
pública con mayor amplitud, al no exigir como requisito para 
el solicitante acreditar el interés jurídico en el asunto, sino 
que dispone, entre otros aspectos, que los sujetos obligados 
por dicha ley deberán brindar la información pública solici­
tada que tengan en su poder y que no sea reservada.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 135/2012. 14 de junio de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro 
Hermida Pérez.
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DERECHO A LA INTIMIDAD Y PROHIBICIÓN DE PUBLI­
CIDAD INDEBIDA DE DATOS PERSONALES DE ADOLES­
CENTES INFRACTORES. ES INCORRECTO QUE CON BASE 
EN ÉL EN LAS SENTENCIAS NO SE CITEN LOS APELLI­
DOS DE AQUÉLLOS Y DEL OFENDIDO Y SE SUSTITUYAN 
POR SIGNOS DE ASTERISCO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).*

Resulta incorrecto que la autoridad responsable, al emitir su 
fallo, omita citar los apellidos del adolescente infractor y del 
ofendido y los sustituya por signos de asterisco bajo el argu­
mento de fundarse en los artículos 20, apartados B, fracción 
V, y C, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 8 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y 28 de la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado 
de México, puesto que ésa no puede ser una interpretación 
acertada y racional, ya que dichos preceptos no legitiman la 
emisión de sentencias sin contener el nombre preciso y 
completo de aquel a quien se juzga o respecto de quien se 
resuelve y de aquel al que le resulta el carácter de ofendido 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 
3, septiembre de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1703, Tesis: II.2o.P.17 P 
(10a.), Registro: 2001623.
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o agraviado; pues esto implicaría la ausencia de un aspecto 
esencial e imprescindible de toda resolución, que es la preci­
sión de la identidad de las partes o sujetos respecto de quienes 
se decide en derecho. Luego, es claro que en tales dis posi­
ti vos se hace referencia al derecho a la intimidad y a la 
prohibición de publicidad indebida de datos personales de 
adolescentes, la cual debe entenderse como un acto de di­
fusión injustificada y ajena a la actuación jurisdiccional misma, 
es decir, a que los datos personales necesariamente conte­
nidos en el fallo se publiquen o difundan fuera del ámbito 
de legítimo conocimiento por parte de las autoridades y 
sujetos le galmente involucrados, pero en modo alguno sig­
nifica que con base en él pueda prohibirse que formen 
parte de las actuaciones no sólo como condición de validez, 
sino como factor exigible a las autoridades para respetar la 
taxatividad y congruencia de toda sentencia, al contener los 
datos precisos de identidad de aquellas personas respecto 
de quienes se resuelva o tengan el carácter de agraviados, pues 
sólo así se garantiza la observancia de certeza y seguridad 
jurídica propias de todo fallo judicial. Además, es evidente 
que para efectos del juicio de amparo resulta igualmente 
indispensable contar con esa precisión en aras de respetar 
los principios de relatividad de toda ejecutoria y el de ins­
tancia de parte agraviada.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SE­
GUNDO CIRCUITO.

Amparo directo 143/2011. 1o. de diciembre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Nieves Luna Castro. Secretaria: Gigliola 
Tayde Bernal Rosales. 

Amparo directo 69/2012. 28 de junio de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Nieves Luna Castro. Secretario: Silvestre P. 
Jardón Orihuela.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. NO TIENEN ESA CALIDAD LOS 
DATOS EN PODER DE UNA ENTIDAD PARAESTATAL RE­
LATIVOS A LA RELACIÓN DE TRABAJO QUE ÉSTA GUAR­
DA CON SUS EMPLEADOS EN SU CALIDAD DE PATRÓN 
(APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 118/2010).*

De los argumentos que originaron la citada jurisprudencia, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, página 
438, de rubro: “INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO ANUAL 
DE LAS CUOTAS SINDICALES DE LOS TRABAJADORES DE 
PETRÓLEOS MEXICANOS NO CONSTITUYE UN DATO QUE 
DEBA DARSE A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SO­
LICITEN.”, se advierte que aun cuando se refiere al tema de 
cuotas sindicales, su alcance es más general, pues la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aclaró que 
la información pública es el conjunto de datos en posesión 
de los poderes constituidos del Estado, obtenidos en ejercicio 
de sus funciones en calidad de autoridad, es decir, cuando 
al aplicar su ius imperium, obtienen información de particu­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 
2, diciembre de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1375, Tesis: II.8o.(I 
Región) 15 A (10a.), Registro: 2002321.
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lares, que de no ejercer esa facultad, no estarían obligados 
a otorgarla, por motivos personales, de interés o de cualquier 
otro. En ese sentido, los datos en poder de una entidad para­
estatal relativos a la relación de trabajo que ésta guarda con 
sus empleados en su calidad de patrón ­los cuales obtuvo sin 
ejercer su potestad de imperio­, no tienen la calidad de in­
formación pública, pues los particulares no están obligados 
a darles transparencia.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN NAU­
CALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO.

Amparo en revisión 366/2012. 6 de septiembre de 2012. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Carlos Alberto Zerpa Durán. Secretario: 
Roberto Carlos Hernández Suárez.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradic­
ción de tesis 13/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
PC.I.A. J/2 A (10a.) de rubro: “INFORMACIÓN PÚBLICA. TIENEN 
ESA CALIDAD LOS DATOS EN POSESIÓN DE PETRÓLEOS MEXI­
CANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS RELATIVOS A LOS 
RECURSOS PÚBLICOS ENTREGADOS AL SINDICATO DE TRA­
BAJADORES PETROLEROS DE LA REPÚBLICA MEXICANA POR 
CONCEPTO DE PRESTACIONES LABORALES CONTRACTUALES 
A FAVOR DE LOS TRABAJADORES.”
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EVALUACIÓN DE PERMANENCIA DE LOS ELEMENTOS 
POLICIACOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. EL EXPEDIENTE QUE CONTIENE LOS RE­
SULTADOS DEL PROCESO RELATIVO NO PUEDE CON SI­
DERARSE COMO INFORMACIÓN RESERVADA, POR LO 
QUE DEBE PERMITIRSE A SU TITULAR CONSULTAR LO DU­
RANTE LA SUSTANCIACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES EN QUE HAYA SIDO 
PRESENTADO.*

El expediente administrativo de un elemento policiaco de la 
Procuraduría General de la República no puede considerarse, 
en términos del artículo 56 de la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de la República, como información reservada, 
por contener resultados del proceso de evaluación de per­
manencia, toda vez que el propio precepto establece como 
excepción a dicha regla general, el supuesto en que deba 
ser presentado en procedimientos administrativos o judicia­
les; motivo por el cual, durante la sustanciación de éstos debe 
permitirse la consulta al titular del indicado expediente, al 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 
2, diciembre de 2012, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1328, Tesis: I.7o.A.69 A 
(10a.), Registro: 2002302.
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no actualizase el supuesto previsto por la fracción I del ar­
tículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 94/2012. 19 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretaria: Martha Izalia Mi­
randa Arbona.
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“REPORTE FIEL” EN TRATÁNDOSE DE LOS DERECHOS 
A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.*

La fiel reproducción de información no da lugar a responsa­
bilidad para el comunicador, ni para los demás sujetos que la 
difunden en pro del interés público, aun en los casos en que 
no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor 
público e, incluso, el de una persona privada. Esto, pues en 
una sociedad democrática el debate debe ser fluido y amplio 
y, por ende, la publicidad de la información proveída por 
terceros no debe verse restringida por la amenaza de respon­
sabilidad al informador simplemente por transcribir lo mani­
festado por otro, al implicar una limitación innecesaria que 
impide el derecho de las personas a estar informadas. Lo 
ante rior, deriva del principio décimo de la Declaración de 
Princi pios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Re­
latoría Especial constituida dentro de la Organización de 
Estados Americanos (aprobada por la Comisión Interameri­
cana de Derechos Humanos en octubre de 2000), mediante 
la cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Ame­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 
3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2184, Tesis I.7o.C.6 K (10a.), 
Registro: 2002634.
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ricana sobre Derechos Humanos, que se aplica en ejercicio 
del control de convencionalidad a que refieren los disposi­
tivos legales 1o. y 133 constitucionales, en atención a que en 
los artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y en la Ley de 
Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida 
Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, 
no existe disposición legal sobre ese tema.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Julio César Vázquez­Mellado García. Secretaria: 
María Antonieta Castellanos Morales.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
Y PROTECCIÓN DE DATOS. ESTÁ LEGITIMADO PARA IN­
TERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LAS 
SENTENCIAS DICTADAS EN EL JUICIO DE AMPARO 
IN DIRECTO DONDE FIGURE COMO AUTORIDAD RES­
PONSABLE, AUNQUE HUBIERE EJERCIDO FUNCIONES 
MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.*

El citado Instituto tiene legitimación para interponer revisión en 
amparo indirecto donde figure como autoridad responsable, 
porque aunque hubiere ejercido funciones materialmente 
jurisdiccionales, no es un tribunal jurisdiccional, sino un ór­
gano de la Administración Pública Federal con autonomía 
operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de pro­
mover y difundir el ejercicio del derecho a la información 
pública gubernamental; además, para efectos de sus resolu­
ciones no está subordinado a autoridad alguna y adopta sus 
decisiones con plena independencia, y entre otras facultades 
tiene la de resolver recursos y formular resoluciones confor­
me a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa­
ción Pública Gubernamental.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, 
enero de 2013, segunda Sala, p. 1101, Tesis 2a./J. 166/2012 (10a.), Registro: 2002546.
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Contradicción de tesis 241/2012. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en el Distrito Federal y el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la misma región. 3 de 
octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Aurelio Damián Magaña.

Tesis de jurisprudencia 166/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de no­
viembre de dos mil doce.
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DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. SU PROTECCIÓN INVOLUCRA LO REVELADO 
RESPECTO DE SERVIDORES PÚBLICOS A PARTIR DE RES­
PONSABILIDADES POSTERIORES AL DESEMPEÑO DE SU 
CARGO.*

La Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Dere­
cho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Dis­
trito Federal, no regula el lapso durante el cual es posible 
difundir información sobre un servidor público; por lo cual 
en ejercicio del control de convencionalidad previsto en los 
artículos 1o. y 133 del Pacto Federal, se debe atender a lo 
dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, y a su interpretación consignada 
en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión 
elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la 
Organización de Estados Americanos (aprobada por la Comi­
sión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 
2000). De ahí que conforme a los principios quinto y décimo 
primero de dicha declaración, la circunstancia de que se 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 
3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2036, Tesis I.7o.C.3 K (10a.), 
Registro: 2002503.
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hubiera escrito, editado, impreso y distribuido información re­
lativa al desempeño de un representante estatal de elec ción 
popular, a través de la venta de un libro publicado con poste­
rioridad al término de su encargo; no implica que sólo por este 
último hecho, el nivel de protección a su honor se torne 
equivalente al de una persona privada. Por el contrario, como 
el ejercicio de los derechos de información y libertad de 
expresión no puede estar sujeto a previa censura, pues ello 
significaría aplicar normas sancionadoras a las manifestacio­
nes molestas dirigidas a los funcionarios públicos (o “leyes de 
desacato”), incompatibles con la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; es a partir de responsabilidades 
posteriores fijadas por la ley que se hace posible cuestionar 
su desempeño. En tal sentido, para el caso en comento, con­
tinúa limitado el derecho al honor del servidor público aun 
después de concluido su encargo, siendo conducentes los 
artículos 28 a 34 de la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia 
Imagen en el Distrito Federal.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Julio César Vázquez­Mellado García. Secretaria: 
María Antonieta Castellanos Morales.
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DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. ES ILEGAL EXIGIR AL INFORMADOR REVE­
LAR SUS FUENTES.*

En atención a que de los artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta 
Magna, y de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección 
del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen 
en el Distrito Federal, no deriva regulación alguna en rela­
ción al trato legal en tratándose de las fuentes de información 
de quienes ejercen los derechos humanos a la información y 
a la libertad de expresión; es necesario tomar en considera­
ción lo que previene el precepto 13 de la Convención Ame­
ri cana sobre Derechos Humanos, y su interpretación 
consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de 
Expresión elaborada por la Relatoría Especial constituida den­
tro de la Organización de Estados Americanos (apro bada por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre 
de 2000), aplicando el control de convencionalidad a que 
refieren los dispositivos legales 1o. y 133 constitucionales. 
Ello para concluir que en términos del principio octavo de 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 
3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2035, Tesis: I.7o.C.5 K (10a.), 
Registro: 2002502.
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la mencionada declaración, los periodistas y las demás perso­
nas que obtienen información de fuentes confidenciales con 
miras a difundirla en pro del interés público en una sociedad 
democrática; tienen derecho a no revelar la identidad de aqué­
llas al haberla recibido en confianza o como parte de su labor 
de investigación. Lo anterior, porque se trata de dar garantías 
jurídicas que aseguren su anonimato y evitar las posibles 
represalias que puedan derivar en lo subsecuente.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Julio César Vázquez­Mellado García. Secretaria: 
María Antonieta Castellanos Morales.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. CONTRA LA 
NEGATIVA DEL DIRECTOR DEL CENTRO DE REINSER­
CIÓN SOCIAL VARONIL EN SAN JOSÉ EL ALTO, QUERÉ­
TARO, A EXPEDIR COPIAS DE UN ACTA DE SESIÓN DEL 
CONSEJO TÉCNICO INTERDISCIPLINARIO DE DICHO 
CENTRO, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.*

La Ley de Acceso a la Información Gubernamental del Estado 
de Querétaro, reformada mediante publicación en el Periódico 
Oficial de la entidad el 18 de mayo de 2012, regula el recur­
so de revisión contra las resoluciones que nieguen, impidan o 
limiten el acceso a la información, o que la proporcionen de 
manera inexacta, incompleta, insuficiente o distinta a la so­
licitada; sin embargo dicha ley, antes y después de la reforma 
indicada, no establece la suspensión de la ejecución del acto 
reclamado con la interposición del referido recurso, de ahí que 
se actualice un caso de excepción al principio de de  finitividad 
que rige al juicio de amparo indirecto, por lo que éste pro­
cede contra las mencionadas resoluciones de conformidad 
(a contrario sensu) con el artículo 73, fracción XV, de la Ley 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, 
enero de 2013, Segunda Sala, p. 764, Tesis: 2a./J. 161/2012 (10a.), Registro: 2002435.
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de Amparo, sin que sea necesario agotar previamente el 
medio ordinario de defensa que establece la citada ley estatal. 
Además, cuando se aduce en la demanda de amparo que la 
negativa del director del Centro de Reinserción Social Varonil 
en San José el Alto, Querétaro, a expedir las copias certifica­
das de un acta de sesión del Consejo Técnico Interdiscipli­
nario de dicho Centro, es contraria al derecho a la información 
contenido en el artículo 6o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se actualiza la diversa excepción 
al principio de definitividad que rige al juicio de amparo 
indirecto, en términos del segundo párrafo de la fracción IV 
del artículo 107 constitucional, esto es, cuando sólo se aleguen 
violaciones directas a la Constitución.

Contradicción de tesis 342/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos del Vigésimo 
Segundo Circuito. 10 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña.

Tesis de jurisprudencia 161/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de 
octubre de dos mil doce.
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RESPONSABILIDAD POR EXPRESIONES QUE ATENTAN 
CONTRA EL HONOR DE SERVIDORES PÚBLICOS Y SIMI­
LARES. DEMOSTRACIÓN DE SU CERTEZA EN EJERCICIO 
DE LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBER­
TAD DE EXPRESIÓN.*

En la tesis aislada de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE­
RECHO A LA INFORMACIÓN. LA RESPONSABILIDAD POR 
INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PER­
SONAS CON RESPONSABILIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE 
DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS QUE 
LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O 
INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS PARTICULA­
RES.” (IUS 165763); la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación expuso que quien se expresa debe 
siempre poder bloquear una imputación de responsabilidad 
ulterior probando que los hechos a los que se refiere son 
ciertos, pero que de manera complementaria no podía ser 
obligado a demostrar su certeza para evitar la responsabilidad 
cuando se le demanda, lo cual se denominó doble juego de 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 
3, enero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 2198, Tesis I.7o.C.4 K (10a.), 
Registro: 2002640.
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la exceptio veritatis. De lo anterior deriva incertidumbre en 
saber cuándo se debe obligar al emisor de información acre­
ditar la veracidad de ésta y cuando no, precisamente por 
tratarse de un doble juego. Por ende, en ejercicio del control 
de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 del 
Pacto Federal, se debe atender a lo dispuesto en el precep­
to 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
y a su interpretación consignada en la Declaración de Princi­
pios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría 
Especial constituida dentro de la Organización de Estados 
Americanos (aprobada por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en octubre de 2000). Esto, pues de acuer­
do al principio séptimo de dicha declaración se tiene que la 
información abarca incluso aquella que se denomina “erró­
nea”, “no oportuna” o “incompleta”. Por ende, al igual que 
los juicios de valor, se estima innecesario exigir la compro­
bación de hechos concretos vertidos por el informador, 
porque sobre ellos pueden existir interpretaciones distintas 
e implicar su censura casi automática, lo que anularía prácti­
camente todo el debate político y el intercambio de ideas 
como método indudable para la búsqueda de la verdad y el 
fortalecimiento de sistemas democráticos. Máxime que no 
sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar informa­
da verazmente para fundamentar un régimen de censura 
previa supuestamente destinado a eliminar las informaciones 
que serían falsas a criterio del censor. Consecuentemente, es 
indispensable tomar en consideración este criterio al aplicar 
el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley de Responsabi­
lidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, 
el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Amparo directo 656/2012. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Julio César Vázquez­Mellado García. Secretaria: 
María Antonieta Castellanos Morales.

Nota: La tesis citada, aparece publicada con la clave o número 
de identificación 1a. CCXXI/2009 en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre 
de 2009, página 283.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. DEBE NE­
GARSE CONTRA LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE 
LA PUBLICACIÓN DE LA INFORMACIÓN RELATIVA A LA 
AUTORIZACIÓN PARA RECIBIR DONATIVOS, ASÍ COMO 
EL USO Y DESTINO QUE SE LES DÉ, CUANDO NO ESTÁ 
DEMOSTRADO QUE SE AFECTE LA PRIVACIDAD NI LA 
INTIMIDAD DEL QUEJOSO.*

Conforme al artículo 97, fracción V, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, a la regla I.3.9.11. de la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2010, y a la ficha 16/ISR, contenida en su anexo 
1­A, el objetivo de la guía de usuario “automatización del 
proceso de transparencia de información de las donatarias 
autorizadas” y del programa electrónico de “transparencia de 
las donatarias autorizadas”, es salvaguardar el derecho que 
tienen tanto el público en general como los eventuales do­
nantes, de conocer a las personas privadas o asociaciones 
autorizadas para recibir donativos, así como el uso y destino 
que les dan, con la finalidad de que puedan conocer quiénes 
son, a qué fines se dedican y cómo utilizan los recursos que 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 
2, febrero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1329, Tesis: XI.1o.A.T.9 
A (10a.), Registro: 2002922.

PARTE 4-MB 2014.indd   875 22/04/2014   10:13:34 a.m.



876 Suprema Corte de Justicia de la Nación

obtienen; elementos mínimos necesarios requeridos para que 
aquéllos estén en condiciones de decidir si realizan donativos 
y tengan la certeza jurídica de que, por tratarse de los su­
puestos autorizados, por el uso y por el destino de sus do­
naciones, podrán válidamente deducirlas del impuesto sobre 
la renta que a su vez les corresponda contribuir, y que no 
tendrán problemas legales con la autoridad hacendaria para 
demostrar tanto los deducibles como el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias, con lo que se respeta y garantiza el 
derecho fundamental de saber con exactitud y veracidad esa 
información inherente a la sociedad y a los donantes, y se 
patentiza ese interés social, por lo que, de no publicitar esa 
información, se vería afectado ese beneficio, así como el in­
terés social y se contravendrían disposiciones de orden pú­
blico, por ser de carácter general y obligatorio. Por tanto, es 
evidente que al no colmarse el requisito de la fracción II del 
artículo 124 de la Ley de Amparo, debe negarse la suspensión 
provisional de los efectos y consecuencias de la publicación 
de la información relativa a la autorización para recibir do­
nativos, así como el uso y destino que se les dé, cuando no 
está demostrado que se afecte la privacidad ni la intimidad 
del quejoso, al emerger la aplicación del artículo 6o., párrafo 
segundo, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que establece que toda la información en 
posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organis­
mo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser 
reservada temporalmente por razones de interés público en 
los términos que fijen las leyes, y que en la interpretación de 
este derecho debe prevalecer el principio de máxima publi­
cidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.

Queja 33/2012. Administrador Central de Normatividad de Impues­
tos Internos del Servicio de Administración Tributaria. 9 de mayo 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. 
Secretario: Edgar Díaz Cortés.
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DERECHO AL HONOR Y PRESTIGIO PROFESIONAL.*

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, en la tesis 1a. XX/2011 (10a.), de rubro “DERECHO 
FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y 
OBJETIVA.”, sostuvo que el derecho al honor tiene una di­
mensión objetiva o externa, conforme a la cual éste puede 
definirse como el derecho a que otros no condicionen nega­
tivamente la opinión que los demás hayan de formarse de 
nosotros. En esta dimensión, el derecho al honor ampara la 
buena reputación de una persona en sus cualidades morales 
y profesionales, protegiéndola frente a expresiones o mensa­
jes que la hagan desmerecer en la consideración ajena, al ir 
en su descrédito o menosprecio. Por lo mismo, esta Primera 
Sala estima que en ciertos casos y bajo determinadas circuns­
tancias, el juicio crítico o la información divulgada acerca de la 
conducta profesional o laboral de una persona puede cons­
tituir un auténtico ataque a su honor. En esos supuestos, los 
mensajes absolutamente vejatorios de una persona, se dirigen 
contra su comportamiento en el ámbito en el que desempe­
ña su labor u ocupación, pudiendo hacerle desmerecer ante 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 
2, febrero de 2013, Primera Sala, p. 798, Tesis: 1a. LXII/2013 (10a.), Registro: 2002742.
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la opinión ajena con igual intensidad y daño que si la des­
calificación estuviese dirigida directamente a su persona o 
sus cualidades morales. Esto es así porque la actividad pro­
fesional suele ser una de las formas más destacadas de ma­
nifestación externa de la personalidad y de la relación del 
individuo con el resto de la colectividad, de forma que la 
descalificación injuriosa o innecesaria de ese comportamien­
to tiene un especial e intenso efecto sobre dicha relación y 
sobre lo que los demás llegasen a pensar de una persona, 
pudiendo repercutir tanto en los resultados patrimoniales de 
su actividad como en la imagen personal que de ella se tenga. 
No obstante, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación estima que la simple crítica a la pericia pro­
fesional en el desempeño de una actividad no debe 
confundirse sin más con un atentado contra el honor, ya que 
el no ser en la consideración de un tercero un buen profe­
sional o el idóneo para realizar determinada actividad no 
constituye per se un ataque contra su honor. Las críticas a la 
aptitud profesional de otra persona serán lesivas del derecho 
al honor cuando, sin ser una expresión protegida por la li­
bertad de expresión o el derecho a la información, constitu­
yan: (i) una descalificación de la probidad profesional de una 
persona que pueda dañar grave e injustificada o infundada­
mente su imagen pública, o (ii) críticas que, pese a estar 
formalmente dirigidas a la actividad profesional de un indi­
viduo, en el fondo impliquen una descalificación personal, 
al repercutir directamente en su consideración y dignidad 
individuales.

Amparo directo en revisión 2411/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gu­
tiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Se­
cretario: Javier Mijangos y González. 

Nota: La tesis aislada 1a. XX/2011 (10a.) citada, aparece publi cada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, página 2906.
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CENSURA PREVIA. ESTÁ PROHIBIDA POR LA CON­
VENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
COMO RESTRICCIÓN A LOS DERECHOS FUNDAMENTA­
LES A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRE­
SIÓN, A MENOS DE QUE SE ACTUALICE LA EXCEPCIÓN 
CONTENIDA EN SU ARTÍCULO 13, NUMERAL 4.*

El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos establece, entre otros, dos derechos funcio­
nalmente esenciales en la estructura del Estado constitucional 
de derecho, que tienen una doble faceta: por un lado ase­
guran a las personas espacios esenciales para desplegar su 
autonomía individual, que deben ser respetados y protegidos 
por el propio Estado y, por otro, gozan de una vertiente 
pública, colectiva o institucional que los convierte en piezas 
centrales para el adecuado funcionamiento de la democracia 
representativa. Es así que el derecho a la información, corre­
lacionado con la libertad de expresión, son derechos funda­
mentales que gozan de una vertiente pública, colectiva o 
institucional, que los convierte en piezas básicas para el 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 
2, febrero de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1329, Tesis: I.4o.A.13 K 
(10a.), Registro: 2002720.
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adecuado funcionamiento de la sociedad democrática; es 
decir, se trata de una libertad no sólo individual, sino que 
contiene una dimensión social y exige que se respete el de­
recho de los individuos no sólo a expresar el pensamiento 
propio, sino también, como miembros de un colectivo, a 
recibir información y conocer la expresión del pensamiento 
ajeno, lo que hace que revista la característica de ser de orden 
público y de interés social. No obstante, estos derechos no 
son absolutos, sino que admiten restricciones, las que, con­
forme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
deben responder a los fines previstos en su artículo 13, nu­
meral 2, en el sentido de ser necesarias para asegurar “el 
respeto a los derechos o a la reputación de los demás” o “la 
protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas”. En este contexto, la censura pre­
via se concibe como una interferencia o presión directa o 
indirecta sobre cualquier expresión, opinión o información 
difundida a través de cualquier medio de comunicación, la 
cual, a nivel convencional, está prohibida, en tanto limita 
la cir culación libre de ideas y opiniones, permite la imposición 
arbitraria de aquéllas y la creación de obstáculos al libre 
flujo informativo, de suerte que no se justifica su imposición, 
a menos de que se actualice la excepción contenida en el 
numeral 4 del citado precepto 13, la cual resulta permisible 
en el caso de espectáculos públicos, pero únicamente con el 
fin de regular el acceso a éstos para la protección moral de 
la infancia y la adolescencia, pues en todos los demás casos, 
cualquier medida preventiva que implique el menoscabo a 
la libertad de pensamiento y expresión no será admisible.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 128/2012. 14 noviembre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Mar­
tínez López.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ­
BLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA PUEDE LLEGAR A ACOTAR EL AL­
CANCE Y ESPECTRO DEL ARTÍCULO 6o. DE LA CONS­
TITUCIÓN FEDERAL, CUANDO ESTÉN DADAS LAS 
CONDICIONES DE HECHO A QUE AQUÉL SE CONTRAE.*

Del artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la información Pública Gubernamental se advierte que: i) las 
autoridades sólo están constreñidas a entregar los documen­
tos que se encuentren en sus archivos, considerándose que 
el derecho se tendrá garantizado cuando se pongan a dispo­
sición del solicitante para consulta los documentos en el 
sitio en donde se encuentre; o bien, mediante la expedición 
de copias u otros medios; y, ii) si la información requerida 
se encuentra disponible en medios impresos, formatos elec­
trónicos disponibles en internet o en cualquier otro medio, 
se deberá informar por escrito la fuente, el lugar y la forma en 
que pueda consultarse, reproducirse o adquirir dicha infor­
mación. Es decir, se considera que estará garantizado el acceso 
a la información gubernamental, tratándose de documentos 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 
1, marzo de 2013, Primera Sala, p. 888, Tesis: I.4o.A.41 A (10a.), Registro: 2003182.
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existentes en los archivos de la autoridad, al hacerse su en­
trega física, o bien, cuando se pongan a disposición en un 
sitio para su consulta, aunado a que si la información reque­
rida se encuentra en diversos medios, bastará con que se in­
forme al gobernado cómo puede consultarla o adquirirla. Por 
tanto, del contraste entre el artículo 6o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el citado pre cepto 
42 se concluye que este último puede llegar a acotar el al­
cance y espectro del primero cuando estén dadas las condi­
ciones de hecho a que se contrae, esto es, que la información 
o documentos que la contengan sean efectivamente puestos 
a disposición o consulta del solicitante, todo esto sin perder 
la perspectiva que debe privilegiarse, por mandato constitu­
cional, el acceso a la información que debe otorgarse con­
forme a los principios de máxima publicidad, disponibilidad 
y buena fe. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra 
Susana Martínez López.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. SE 
ACTUALIZA SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE 
PARTICULARES CUANDO SE ALEGUE UNA COLISIÓN 
ENTRE LOS MISMOS.*

Tomando en consideración que la naturaleza del derecho a 
la libertad de expresión consiste de forma primordial en la ma­
nifestación de ideas y, por otro lado, que la naturaleza del 
derecho al honor se refiere al concepto que una persona 
tiene sobre sí misma o que la sociedad se ha formado sobre 
ella, es que resulta claro no sólo que ambos derechos fun­
damentales pueden gozar de eficacia en las relaciones con 
otros particulares, sino que, adicionalmente, puede presen­
tarse una colisión entre los mismos. En consecuencia, en 
aquellos asuntos en los cuales el conflicto primigenio se 
origine porque un particular alegue que se ha violentado su 
derecho al honor, y otro particular señale que las manifesta­
ciones combatidas se ejercieron dentro de los límites de la 
libertad de expresión, se tratarán de forma indefectible de 
casos en los cuales se actualiza la eficacia horizontal de los 
derechos fundamentales en pugna, situación que conlleva 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 
1, marzo de 2013, Primera Sala, p. 888, Tesis: 1a. LXX/2013 (10a.), Registro: 2003078.
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una colisión entre los mismos, ante lo cual, el juzgador de­
berá proceder a un ejercicio de ponderación y análisis de 
éstos.

Amparo directo en revisión 931/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRIN­
CIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUN­
DAMENTAL RELATIVO.*

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el dere­
cho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información 
que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expues­
to el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio 
de 2008, página 743, de rubro: “ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SO­
CIAL.”, contiene una doble dimensión: individual y social. 
En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar 
el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio 
de la libertad de expresión en un contexto de mayor diver­
sidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segun­
do, brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, 
Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1899, Tesis: I.4o.A.40 
A (10a.), Registro: 2002944.
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el empleo instrumental de la información no sólo como 
factor de autorrealización personal, sino como un mecanis­
mo de control institucional, pues se trata de un derecho 
fundado en una de las características principales del gobier­
no republicano, que es la publicidad de los actos de go bierno 
y la transparencia en el actuar de la administración, condu­
cente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el texto 
constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inicial que toda 
ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresa­
mente previstos en la legislación secundaria y justificados 
bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como 
confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad 
diversa.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unani­
midad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra 
Susana Martínez López.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. HIPÓTESIS EN QUE LA 
AUTORIDAD IMPONE LÍMITES AL EJERCICIO DEL DERE­
CHO RELATIVO SIN CORROBORAR QUE SE CUMPLAN 
LAS DISPOSICIONES LEGALES Y CONSTITUCIONALES 
CORRESPONDIENTES, TRATÁNDOSE DE UNA SOLICITUD 
DE INFORMACIÓN HECHA AL INSTITUTO MEXICANO DE 
LA PROPIEDAD INDUSTRIAL.*

Cuando un gobernado pide al Instituto Mexicano de la Pro­
piedad Industrial que le informe, por ejemplo, el número 
de so licitudes de patente presentadas al amparo del Tratado de 
Cooperación en Materia de Patentes, de conformidad con su 
artículo 22, después del plazo de treinta meses desde la fecha 
de prioridad reconocida, los números de expedientes admi­
nistrativos de aquéllas y el estatus en que se encuentra cada 
una, y dicha autoridad administrativa argumenta que no 
cuenta con un documento que cumpla con dichas especifi­
caciones, pero pone a su disposición una guía de uso del 
Sistema de Información de la Gaceta de la Propiedad Indus­
trial, en la que informa paso a paso la manera de acceder a 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, 
Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1898, Tesis: I.4o.A.43 
A (10a.), Registro: 2002943.
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la información requerida, pretendiendo con ello cumplir con la 
solicitud de acceso a la información y, posteriormente, el Ins­
tituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales valida esta respuesta y tiene por satisfecho 
el derecho de acceso a la información del solicitante, se con­
sidera que esa respuesta no otorga certeza de que la infor­
mación solicitada, en efecto, se encuentre en la fuente citada 
y que sea posible su consulta conforme al procedimiento 
descrito, lo que lejos de promover y privilegiar el acceso al 
derecho a la información, impone límites a su ejercicio, pues 
sin corroborar que efectivamente se cumpliera con los ar­
tículos 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental y 6o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se tuvo por vali­
dada y legitimada la actuación del Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial, soslayando que el referido precepto 42 
debe interpretarse a la luz del texto constitucional, buscando 
privilegiar y optimizar los valores y fines tutelados, al con­
siderar que éste prevé los estándares mínimos para el ejerci­
cio de los derechos, relativos a la máxima publicidad, 
disponibilidad de la información y buena fe, máxime si se 
advierte que la autoridad administrativa sí cuenta o razona­
blemente debe contar con la información solicitada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATI VA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra 
Susana Martínez López.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. CRITERIOS QUE DEBEN 
OBSERVAR LAS RESTRICCIONES QUE SE ESTABLEZCAN 
AL EJERCICIO DEL DERECHO RELATIVO. *

El ejercicio del derecho de acceso a la información conteni­
do en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no es absoluto, en tanto que puede ser 
restringido excepcionalmente y sólo en la medida necesaria 
para dar eficacia a otros derechos o bienes constitucionales, 
pero como el Estado debe establecer las condiciones para 
su pleno ejercicio sin limitaciones arbitrarias ni discriminación 
alguna, mediante las políticas públicas en la materia, las res­
tricciones que se establezcan deben observar los criterios de: 
a) razonabilidad, esto es, enfocarse a satisfacer los fines per­
seguidos; y b) proporcionalidad, que se traduce en que la 
medida no impida el ejercicio de aquel derecho en su tota­
lidad o genere en la población una inhibición al respecto. 
En consonancia con lo anterior, las autoridades deben dar 
prevalencia a los principios inmersos en la Constitución, 
frente a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, 
Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1897, Tesis: I.4o.A.42 
A (10a.), Registro: 2002942.
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mación Pública Gubernamental, concibiendo el señalado 
derecho bajo la lógica de que la regla general debe ser la 
máxima publicidad de la información y disponibilidad, de 
modo que, en aras de privilegiar su acceso, han de superar­
se los meros reconocimientos formales o ritos procesales que 
hagan nugatorio el ejercicio de este derecho, en la inteligen­
cia de que, sobre la base no formalista de un fundamento de 
hecho y una interpretación dinámica y evolutiva según las 
circunstancias, debe prevalecer la esencia y relevancia del 
derecho fundamental, y sólo de manera excepcional, podrá 
restringirse su ejercicio, en la medida que ello se encuentre 
justificado, acorde con los requisitos descritos, lo que en­
cuentra sustento en el artículo 1o. constitucional, conforme 
al cual se acentúa la importancia tanto de propiciar como de 
vigilar el respeto, protección y promoción de los derechos 
humanos, reconociéndose que las normas en esa materia 
establecen estándares mínimos de protección y son, por 
tanto, susceptibles de ampliación e interpretación en el sen­
tido de aplicación más favorable a las personas, aunado al 
hecho de que los derechos fundamentales han alcanzado un 
efecto de irradiación sobre todo el ordenamiento jurídico, lo 
que se asocia con su dimensión objetiva, que se traduce en que 
su contenido informa o permea a éste, de manera que si el 
Texto Fundamental recoge un conjunto de valores y princi­
pios, éstos irradian al resto del ordenamiento.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra 
Susana Martínez López.
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SECRETO FISCAL. PARA DESCLASIFICAR LA INFORMA­
CIÓN QUE ESTA FIGURA PROTEGE DEBE APLICARSE LA 
REGLA GENERAL DE DOCE AÑOS PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 15, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY FEDERAL 
DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA GUBERNAMENTAL.*

Del citado precepto se advierte que, como regla general, toda 
la información clasificada como reservada, una vez transcu­
rrido el plazo de doce años, podrá desclasificarse y, excep­
cionalmente, procederá la ampliación de dicho periodo de 
reserva por el mismo plazo cuando se justifique que subsis­
ten las causas que dieron origen a su clasificación. Ahora bien, 
para desclasificar la información protegida por el secreto 
fiscal, debe atenderse a la regla general de hasta doce años, 
sin que ello implique que al cumplirse el referido plazo, éste 
pueda renovarse automáticamente, en razón de las causas 
que originaron este hecho, toda vez que de ser así, invaria­
blemente se prolongaría indefinidamente su carácter de re­
servada, petrificándose y haciéndose inaccesible para los 
gobernados, lo que no fue la intención del legislador. Lo an­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 972, Tesis: 1a. CIX/2013 (10a.), Registro: 2003408.
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terior es así, toda vez que el plazo previsto para que se 
desclasifique la información considerada reservada ­de hasta 
doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo lapso­ 
resulta ser el límite superior para tal efecto, lo cual no quiere 
decir que en todos los casos se tenga que cumplir inexora­
blemente, ya que en el primer párrafo del artículo 15 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, el legislador previó que, de extin­
guirse las causas que dieron origen a clasificar la información 
como reservada, perdiera tal carácter y, por ende, que fuera 
accesible para los gobernados, a pesar de no transcurrir el 
plazo referido.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sán­
chez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho 
a formular voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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SECRETO FISCAL. EL ACCESO A LA INFORMACIÓN RE­
LA TIVA CLASIFICADA COMO RESERVADA POR LA LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL Y SUJETA AL PLA­
ZO DE DOCE AÑOS PARA SU DESCLASIFICACIÓN, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PRE VISTO EN EL ARTÍCULO 6o., FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN.*

El artículo 15, párrafo primero, del ordenamiento legal citado, 
establece dos supuestos para desclasificar la información 
reservada que son excluyentes entre sí, de manera que no es 
posible que coexistan en un mismo caso. Ello, no sólo en la 
medida en que el legislador utilizó en el texto del artículo 
15 la disyuntiva “o” para diferenciar las dos hipótesis aludidas, 
sino también porque cada una de ellas responde a una dis­
tinta función. En el caso de información reservada, la regla 
general que rige es que una vez transcurrido el plazo de 
hasta doce años o, en su caso, excepcionalmente proceda la 
ampliación del periodo de reserva por el mismo plazo, siem­
pre y cuando se justifique que subsisten las causas que 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 971, Tesis: 1a. CX/2013 (10a.), Registro: 2003407.
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dieron origen a su clasificación, deberá desclasificarse y 
proceder a proporcionarse a quien la solicite. Así, tratándose 
del secreto fiscal, el supuesto que rige es la regla general de 
hasta doce años para que se proceda a su desclasificación 
como información reservada, lo que no implica que una vez 
que se cumpla ese plazo se renueve en automático dicha cla­
sificación, en razón de las causas que originaron este hecho, 
toda vez que de ser así, invariablemente se prolongaría in­
definidamente su carácter de información reservada, petri­
ficándose y siendo inaccesible para los gobernados, lo que 
no fue la intención del legislador al establecer tal regulación 
pues, se reitera, son dos supuestos distintos los contenidos 
en el artículo 15 de la ley citada, siendo uno la regla general 
y el otro la excepción. Esto es, el plazo previsto para que se 
desclasifique la información que se considera reservada ­de 
hasta doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo 
lapso­ resulta ser el límite superior para tal efecto, lo cual no 
conlleva a que en todos los casos se tenga que cumplir 
inexorablemente, sino en el supuesto de que se extingan las 
causas que dieron origen a clasificar la información como 
reservada, el legislador previó que perdiera tal carácter y, por 
ende, que fuera accesible para los gobernados, a pesar de 
no haber transcurrido el plazo referido. De esa forma, la 
reserva de información considerada por la ley como secreto 
fiscal no es permanente, sino temporal, como lo ordena el 
artículo 6o., fracción I, de la Ley Fundamental, por lo que 
los artículos 14, fracción II y 15 de la Ley Federal de Transpa­
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental no 
son inconstitucionales, dado que transcurrido el plazo de 
hasta doce años se desclasificará la información protegida 
bajo ese secreto.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres 
votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a for­
mular voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secre­
tario: Jorge Jiménez Jiménez.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. SE 
ACTUALIZA SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE 
PARTICULARES CUANDO SE ALEGUE UNA COLISIÓN 
ENTRE LOS MISMOS.*

Tomando en consideración que la naturaleza del derecho a 
la libertad de expresión consiste de forma primordial en la 
manifestación de ideas y, por otro lado, que la naturaleza 
del derecho al honor se refiere al concepto que una persona 
tiene sobre sí misma o que la sociedad se ha formado sobre 
ella, es que resulta claro no sólo que ambos derechos funda­
mentales pueden gozar de eficacia en las relaciones con otros 
particulares, sino que, adicionalmente, puede presentarse 
una colisión entre los mismos. En consecuencia, en aquellos 
asuntos en los cuales el conflicto primigenio se origine por­
que un particular alegue que se ha violentado su derecho al 
honor, y otro particular señale que las manifestaciones com­
batidas se ejercieron dentro de los límites de la libertad de 
expresión, se tratarán de forma indefectible de casos en los 
cuales se actualiza la eficacia horizontal de los derechos fun­
damentales en pugna, situación que conlleva una colisión 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 
1, marzo de 2013, Primera Sala, p. 888, Tesis: 1a. LXX/2013 (10a.), Registro: 2003078.
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entre los mismos, ante lo cual, el juzgador deberá proceder 
a un ejercicio de ponderación y análisis de éstos.

Amparo directo en revisión 931/2012. Juan Manuel Ortega de 
León. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
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SECRETO FISCAL. PARA DESCLASIFICAR LA INFORMA­
CIÓN QUE ESTA FIGURA PROTEGE DEBE APLICARSE LA 
REGLA GENERAL DE DOCE AÑOS PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 15, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY FEDERAL 
DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA GUBERNAMENTAL. *

Del citado precepto se advierte que, como regla general, toda 
la información clasificada como reservada, una vez transcu­
rrido el plazo de doce años, podrá desclasificarse y, excep­
cionalmente, procederá la ampliación de dicho periodo de 
reserva por el mismo plazo cuando se justifique que subsis­
ten las causas que dieron origen a su clasificación. Ahora 
bien, para desclasificar la información protegida por el se­
creto fiscal, debe atenderse a la regla general de hasta doce 
años, sin que ello implique que al cumplirse el referido 
plazo, éste pueda renovarse automáticamente, en razón de 
las causas que originaron este hecho, toda vez que de ser 
así, invariablemente se prolongaría indefinidamente su ca­
rácter de reservada, petrificándose y haciéndose inaccesible 
para los gobernados, lo que no fue la intención del legislador. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 973, Tesis: 1a. CVIII/2013 (10a.), Registro: 2003409.
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Lo anterior es así, toda vez que el plazo previsto para que se 
desclasifique la información considerada reservada ­de hasta 
doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo lapso­ 
resulta ser el límite superior para tal efecto, lo cual no quiere 
decir que en todos los casos se tenga que cumplir inexora­
blemente, ya que en el primer párrafo del artículo 15 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, el legislador previó que, de extin­
guirse las causas que dieron origen a clasificar la información 
como reservada, perdiera tal carácter y, por ende, que fuera 
accesible para los gobernados, a pesar de no transcurrir el 
plazo referido.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sán­
chez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho 
a formular voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EX­
PRESIONES QUE SE ENCUENTRAN PROTEGIDAS CONS­
TITUCIONALMENTE.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, existe una presunción general de cobertura 
constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las ideas 
expresadas tienen por objeto exteriorizar un sentir positivo 
o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría 
una intromisión al derecho al honor de la persona sobre la 
cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede decirse 
de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas 
mediante la utilización de términos cordiales, decorosos o 
simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evi­
dencia que no existe un conflicto interno o en abstracto 
entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, 
el estándar de constitucionalidad de las opiniones emitidas 
en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia 
pública, el cual depende del interés general por la materia y 
por las personas que en ella intervienen, cuando las noticias 
comunicadas o las expresiones proferidas redunden en des­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 540, Tesis: 1a./J. 32/2013 (10a.), Registro: 2003304.
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crédito del afectado, pues en caso contrario ni siquiera exis­
tiría un conflicto entre derechos fundamentales, al no ob servarse 
una intromisión al derecho al honor. Es necesario matizar 
que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en 
cuestiones particulares no tiene aplicación la doctrina de la 
“real malicia”, funcionado en su reemplazo los principios 
generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la 
misma forma cuando se trate de personas con proyección 
pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. 
Ahora bien, la relación entre la libertad de expresión y los 
derechos de la personalidad, como el honor, se complica 
cuando la primera se ejerce para criticar a una persona, de 
forma tal que ésta se sienta agraviada. La complejidad radica 
en que el Estado no puede privilegiar un determinado crite­
rio de decencia, estética o decoro respecto a las expresiones 
que podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros 
uniformemente aceptados que puedan delimitar el contenido 
de estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones de­
masiado vagas de la libertad de expresión como para ser 
constitucionalmente admisibles. De hecho, el debate en temas 
de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, 
pudiendo incluir ataques vehementes, cáusticos y desagra­
dablemente mordaces sobre personajes públicos o, en gene­
ral, ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por 
sus destinatarios y la opinión pública, de modo que no sólo 
se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favora­
blemente o las que son vistas como inofensivas o indife rentes. 
Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y 
abierta, sin la cual no existe una verdadera democracia.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formu­
lar voto particular; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
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Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco 
Octavio Escudero Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío 
Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho 
a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijan­
gos y González.

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.  

Tesis de jurisprudencia 32/2013 (10a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de febre­
ro de dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL 
SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE 
MALICIA EFECTIVA.*

Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el de­
nominado “sistema dual de protección”, según el cual los 
límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a 
personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el 
rol que desempeñan en una sociedad democrática, están 
expuestas a un control más riguroso de sus actividades y 
manifestaciones que aquellos particulares sin proyección 
pública alguna, pues en un sistema inspirado en los valores 
democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo 
cargo de relevancia pública. Sobre este tema, la Corte Inter­
americana de Derechos Humanos precisó, en los casos Herre­
ra Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. Argentina, que el acento 
de este umbral diferente de protección no se asienta en la 
calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que 
conllevan las actividades o actuaciones de una persona deter­
minada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 538, Tesis: 1a./J. 38/2013 (10a.), Registro: 2003303.
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personas no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la 
sociedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, 
sino que dicho umbral de tolerancia deberá ser mayor sola­
mente mientras realicen funciones públicas o estén involu­
cradas en temas de relevancia pública. Esto no significa que la 
proyección pública de las personas las prive de su derecho 
al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión admi­
sible será mayor, aunque dichas intromisiones deben estar 
relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia 
pública. La principal consecuencia del sistema de protección 
dual es la doctrina conocida como “real malicia” o “malicia 
efectiva”, misma que ha sido incorporada al ordenamiento 
jurídico mexicano. Esta doctrina se traduce en la imposición 
de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que 
exista información falsa (en caso del derecho a la informa­
ción) o que haya sido producida con “real malicia” (aplicable 
tanto al derecho a la información como a la libertad de ex­
presión). El estándar de “real malicia” requiere, para la exis­
tencia de una condena por daño moral por la emisión de 
opiniones, ideas o juicios, que hayan sido expresados con la 
intención de dañar, para lo cual, la nota publicada y su con­
texto constituyen las pruebas idóneas para acreditar dicha 
intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación observa que, dependiendo de 
su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las intromisio­
nes al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) san­
ciones penales, en supuestos muy limitados referentes 
principalmente a intromisiones graves contra particulares; (ii) 
con sanciones civiles, para intromisiones graves en casos de 
personajes públicos e intromisiones medias contra particula­
res; y (iii) mediante el uso del derecho de réplica o respues­
ta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el texto 
constitucional como en la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos, para intromisiones no graves contra per­
sonajes públicos e intromisiones leves contra personas 
privadas.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 
23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
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Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho a formu­
lar voto particular; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.  

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 

Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco 
Octavio Escudero Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío 
Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho 
a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijan­
gos y González.  

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.  

Tesis de jurisprudencia 38/2013 (10a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RE­
CONOCE EL DERECHO AL INSULTO.*

Si bien es cierto que cualquier individuo que participe en un 
debate público de interés general debe abstenerse de exceder 
ciertos límites, como el respeto a la reputación y a los dere­
chos de terceros, también lo es que está permitido recurrir 
a cierta dosis de exageración, incluso de provocación, es 
decir, puede ser un tanto desmedido en sus declaraciones, y 
es precisamente en las expresiones que puedan ofender, 
chocar, perturbar, molestar, inquietar o disgustar donde la 
libertad de expresión resulta más valiosa. Así pues, no todas 
las críticas que supuestamente agravien a una persona, gru­
po, o incluso a la sociedad o al Estado pueden ser desca­
lificadas y objeto de responsabilidad legal, aunque el uso de 
la libertad de expresión para criticar o atacar mediante el 
empleo de términos excesivamente fuertes y sin articular una 
opinión, puede conllevar una sanción que no resultaría vio­
latoria de la libertad de expresión. En este sentido, es impor­
tante enfatizar que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no reconoce un derecho al insulto o a la 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 537, Tesis: 1a./J. 31/2013 (10a.), Registro: 2003302.
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injuria gratuita, sin embargo, tampoco veda expresiones in­
usuales, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o 
simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, 
aun cuando se expresen acompañadas de expresiones no 
verbales, sino simbólicas. Consecuentemente, el derecho al 
honor prevalece cuando la libertad de expresión utiliza fra­
ses y expresiones que están excluidas de protección cons­
titucional, es decir, cuando sean absolutamente vejatorias, 
entendiendo como tales las que sean: a) ofensivas u opro­
biosas, según el contexto; y, b) impertinentes para expresar 
opiniones o informaciones, según tengan o no relación con 
lo manifestado. Respecto del citado contexto, su importancia 
estriba en que la situación política o social de un Estado y 
las circunstancias concurrentes a la publicación de la nota 
pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el 
grado de tolerancia.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de 
C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disi­
dente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó su derecho 
a formular voto particular; José Ramón Cossío Díaz reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Amparo directo 25/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 

Amparo directo 26/2010. 28 de marzo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco 
Octavio Escudero Contreras. 

Amparo directo 8/2012. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío 
Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente; Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho 
a formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijan­
gos y González. 

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
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Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 31/2013 (10a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
febrero de dos mil trece.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMEN­
TAL. PLAZO PARA SU RESERVA Y CRITERIOS DE DES­
CLASIFICACIÓN. *

El artículo 15, párrafo primero, de la Ley Federal de Trans­
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
establece que la información clasificada como reservada por 
los diversos artículos 13 y 14 del mismo cuerpo legal, podrá 
permanecer con tal carácter hasta por un periodo de doce 
años, pudiendo ser desclasificada cuando se extingan las 
causas que dieron origen a su clasificación o cuando haya 
transcurrido el periodo de reserva, disponibilidad de la in­
formación que será sin perjuicio de lo que, al respecto, es­
tablezcan otras leyes. Así, los dos supuestos para desclasificar 
la información reservada son excluyentes entre sí, de manera 
que no es posible que coexistan en un mismo caso. Ello, no 
sólo en la medida en que el legislador utilizó en el texto del 
artículo 15 la disyuntiva “o” para diferenciar las dos hipótesis 
aludidas, sino también porque cada una de ellas responde a 
una distinta función. Tratándose del primer supuesto para 
desclasificar la información reservada, deberá verificarse si 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 
1, abril de 2013, Primera Sala, p. 953, Tesis: 1a. CVI/2013 (10a.), Registro: 2003196.

911

PARTE 4-MB 2014.indd   911 22/04/2014   10:13:35 a.m.



912 Suprema Corte de Justicia de la Nación

se extinguió la causa que originó que se considerara así, 
esto es, no obstante tratarse de información a la que el le­
gislador le otorgó tal carácter dentro del catálogo genérico 
y algunos supuestos particulares que previó a nivel descrip­
tivo más que limitativo o cerrado ­pues fue enfático al decir 
que como información clasificada podrá considerarse y que 
se considerará­, es posible que antes del plazo de hasta doce 
años previsto como regla general para que deje de consi­
derarse reservada, pueden desaparecer las causas que origi­
naron que se considerara como tal. Por otra parte, en el 
segundo supuesto, se concluye que en realidad se trata de 
la regla general, es decir, toda la información que se consi­
dera reservada una vez transcurrido el plazo de hasta doce 
años o, en su caso, excepcionalmente proceda la ampliación 
del periodo de reserva por el mismo plazo, siempre y cuan­
do se justifique que subsisten las causas que dieron origen 
a su clasificación, deberá desclasificarse y proporcionarse a 
quien la solicite.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sán­
chez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho 
a formular voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DERECHO A LA INFOR­
MACIÓN. SU RELACIÓN CON LA EXPOSICIÓN DE DETE­
NIDOS ANTE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN.*

A lo largo de su jurisprudencia, esta Primera Sala de la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido el papel 
central que juegan la libertad de expresión y el derecho a la 
información en un Estado democrático constitucional de 
Derecho, como piezas centrales para el adecuado funcio­
namiento de la democracia representativa. El orden consti­
tucional mexicano promueve la comunicación libre y 
socialmente trascendente, pues el intercambio de información 
y opiniones entre los distintos comunicadores contribuirá a 
la formación de la voluntad social y estatal, de modo que es 
posible afirmar que el despliegue comunicativo es consti­
tutivo de los procesos sociales y políticos. Sin embargo, el 
proporcionar información sobre eventos de interés nacional 
para un debido ejercicio del derecho a la información no 
puede justificar la violación de los derechos fundamentales 
de los detenidos y acusados. Es decir, la finalidad de brindar 
información sobre hechos delictuosos a los medios periodís­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 565, Tesis: 1a. CLXXVIII/2013 (10a.), Registro: 2003695.
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ticos no puede justificar la violación a la presunción de 
inocencia, como regla de trato en su vertiente extraprocesal, 
por parte de las autoridades que exponen como culpables a 
los detenidos. En este sentido, se estima que al proporcionar 
información sobre hechos delictuosos, las autoridades deben 
abstenerse de deformar la realidad a fin de exponer a una 
persona frente a la sociedad y, principalmente, frente a las 
futuras partes del proceso, como los culpables del hecho 
delictivo. Por el contrario, deben constreñirse a presentar en 
forma descriptiva y no valorativa la información relativa a la 
causa penal que pueda tener relevancia pública, abstenién­
dose de brindar información sugestiva que exponga al dete­
nido a un juicio paralelo y viole su derecho a ser tratado 
como inocente durante el trámite del procedimiento e, inclu­
so, desde antes de que se inicie. Esta misma lógica ha sido 
sostenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
la cual estableció en el Caso Cabrera García y Montiel Flores 
vs. México, que el principio de presunción de inocencia 
implica que los juzgadores no inicien el proceso con una 
idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito 
que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a 
cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en 
beneficio del acusado. En el mismo sentido, al dictar senten­
cia en el Caso Loayza Tamayo vs. Perú, la Corte Interameri­
cana condenó enfáticamente la práctica consistente en 
exponer ante los medios de comunicación a personas acu­
sadas por la comisión de delitos, cuando aún no han sido 
condenadas por sentencia firme. Al respecto, dicho tribunal 
sostuvo que el derecho a la presunción de inocencia exige 
que el Estado no condene informalmente a una persona o 
emita un juicio ante la sociedad que contribuya así a formar 
una opinión pública, mientras no se acredite conforme a la 
ley la responsabilidad penal de aquélla.

Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Ma­
yoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos 
y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMA­
CIÓN. UNA PERSONA PUEDE ADQUIRIR PROYECCIÓN 
PÚBLICA, SI ESTÁ RELACIONADA CON ALGÚN SUCESO 
QUE, POR SÍ MISMO, REVISTE INTERÉS PÚBLICO PARA 
LA SOCIEDAD.*

En la tesis 1a. CCXIX/2009, publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, página 278, de rubro: “DERECHOS AL 
HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A 
INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 
Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO 
SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.”, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
señaló que quienes desempeñan, han desempeñado o desean 
desempeñar responsabilidades públicas, tienen pretensiones 
en términos de intimidad y respeto al honor con menos re­
sistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios, 
por motivos ligados al tipo de actividad que han decidido 
desempeñar, que exige un escrutinio público intenso de sus 
actividades. Asimismo, en la tesis 1a. XLI/2010, difundida en 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 562, Tesis: 1a. CXXVI/2013 (10a.), Registro: 2003648.
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los señalados medio y Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, 
página 923, de rubro: “DERECHOS A LA PRIVACIDAD, A LA 
INTIMIDAD Y AL HONOR. SU PROTECCIÓN ES MENOS 
EXTENSA EN PERSONAS PÚBLICAS QUE TRATÁNDOSE DE 
PERSONAS PRIVADAS O PARTICULARES.”, la propia Sala 
agregó que también son personas con proyección pública 
aquellas que, por circunstancias sociales, familiares, artísticas, 
deportivas, o bien, porque han difundido hechos y aconte­
cimientos de su vida privada, o cualquier otra situación 
análoga, son notoriamente conocidas o tienen proyección o 
notoriedad en una comunidad y, por ende, deben resistir un 
mayor nivel de injerencia en su intimidad, de manera que la 
protección a su privacidad e incluso a su honor o reputación, 
es menos extensa que tratándose de personas privadas o 
particulares, porque aceptan voluntariamente, por situarse 
en la posición que ocupan, exponerse al escrutinio público. 
Cabe añadir que una persona también puede adquirir pro­
yección pública por estar relacionada con algún suceso que, 
por sí mismo, revista interés público para la sociedad, lo que 
a su vez le puede ocasionar una protección menos extensa 
de sus derechos de la personalidad.

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMA­
CIÓN. SU PROTECCIÓN EN EL DENOMINADO “PERIO­
DISMO DE DENUNCIA”.*

El “periodismo de denuncia” es la difusión de notas perio­
dísticas, opiniones, declaraciones o testimonios que tienen 
por objeto divulgar información de interés público, ya sea 
para toda la sociedad o para una comunidad determinada, 
como la denuncia de irregularidades en el ejercicio de la 
función pública, o de un trato diferenciado en la aplicación 
de la ley en favor de grupos privilegiados, ya que es de in­
terés público que no haya privilegios o excepciones en la 
aplicación de la ley. Por tanto, no puede sancionarse un 
escrutinio intenso por parte de la sociedad y de los profe­
sionales de la prensa, en aquellos casos en donde existan 
indicios de un trato privilegiado o diferenciado no justificado.

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos. José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 1a. CXXVII/2013 (10a.), Registro: 2003647.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REQUISITO DE PROPORCIO­
NALIDAD EN EL TEST DE INTERÉS PÚBLICO SOBRE LA 
INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Para poder decidir si este tipo de información es de interés 
público, se requiere corroborar si la invasión a la intimidad 
ocasionada por su divulgación es proporcional. Este segun­
do componente del test de interés público persigue descartar 
aquellos casos en los que, existiendo una conexión patente 
entre la información difundida y un tema de interés público, 
la intensidad de la intromisión no guarda una razonable co­
rrespondencia con la importancia de la información de inte­
rés público. Ahora bien, para determinar la intensidad de la 
invasión se deberá atender a factores relacionados con la per­
sona afectada y la información divulgada.  En el primer caso, 
deben examinarse, entre otros aspectos, si la persona afec­
tada es un servidor público o un particular con proyección 
pública, así como la circunstancia de si trató de evitar o fo­
mentó su exposición pública en relación con ese tema. En 
el segundo caso, resultan relevantes, entre otras cosas, el 
hecho de que la información íntima se hiciera del cono­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 1a. CXXXV/2013 (10a.), Registro: 2003646.
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cimiento público antes o después de la publicación por la 
que se pretende atribuir responsabilidad y si existía una 
expectativa de confidencialidad sobre la información divul­
gada. Cabe aclarar que el examen de proporcionalidad en 
casos de conflicto entre libertad de información y vida pri­
vada no se corresponde con el test en tres gradas (idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en estricto sentido) que se utiliza 
frecuentemente para analizar las intervenciones en derechos 
fundamentales.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REQUISITO DE CONEXIÓN 
PATENTE EN EL TEST DE INTERÉS PÚBLICO SOBRE LA 
INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Para decidir si este tipo de información es de interés público 
se requiere corroborar la presencia de una conexión pa­
tente entre ésta y un tema o información de interés público. 
Este componente del test de interés público tiene como 
función descartar aquellos casos en los que la información 
privada es completamente irrelevante. La idea que está detrás 
de esta indagación es el hecho de que los periodistas tienen 
amplio margen de apreciación sobre estas cuestiones, de ma­
nera que es suficiente constatar que existe una conexión más 
o menos evidente entre la información divulgada y el tema o 
la información de interés público. En este sentido, esta gra­
da del test es incompatible con un escrutinio estricto de la 
actuación del periodista donde se establezca la “pertinencia”, 
“conveniencia” o “necesidad” de la información privada di­
fundida.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 560, Tesis: 1a. CXXXIV/2013 (10a.), Registro: 2003645.
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Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MARGEN DE APRECIACIÓN 
DE LOS PERIODISTAS EN LA DETERMINACIÓN DEL IN­
TERÉS PÚBLICO DE LA INFORMACIÓN SOBRE LA VIDA 
PRIVADA DE LAS PERSONAS.*

Los medios de comunicación deben poder decidir con cri­
terios periodísticos la manera en la que presentan una infor­
mación o cubren una noticia y contar con un margen de 
apreciación que les permita, entre otras cosas, evaluar si la 
divulgación de información sobre la vida privada de una 
persona está justificada al estar en conexión evidente con un 
tema de interés público. No corresponde a los jueces en ge­
neral, ni a esta Suprema Corte en particular, llevar a cabo el 
escrutinio de la prensa al punto de establecer en casos con­
cretos si una determinada pieza de información es conve­
niente, indispensable o necesaria para ciertos fines. Los 
tribunales no deben erigirse en editores y decidir sobre as­
pectos netamente periodísticos, como lo sería la cuestión de 
si ciertos detalles de una historia son necesarios o si la in­
formación pudo trasladarse a la opinión pública de una 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 559, Tesis: 1a. CLIV/2013, Registro: 2003644.
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manera menos sensacionalista, en virtud de que permitir a 
los tribunales un escrutinio muy estricto o intenso de estas 
decisiones supondría la implementación de una restricción 
indirecta a la libertad de expresión. No obstante, tampoco 
puede aceptarse que los medios de comunicación se in­
miscuyan indiscriminadamente en la vida privada de las 
personas so pretexto de realizar un trabajo periodístico. 
De acuerdo con lo anterior, la publicación de información 
verdadera sobre la vida privada de una persona sólo estará 
amparada por la libertad de información cuando el perio dista, 
actuando dentro de ese margen de apreciación, establezca 
una conexión patente entre la información divulgada y un 
tema de interés público y exista proporcionalidad entre la 
invasión a la intimidad producida por la divulgación de la in­
formación y el interés público de dicha información. Dicha 
solución constituye una posición deferente con el trabajo de 
periodistas y editores que tiene como finalidad evitar una 
excesiva interferencia en el ejercicio de la libertad de expre­
sión mientras se protege la vida privada de las personas de 
intromisiones innecesarias.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. “MALICIA EFECTIVA” COMO 
PRESUPUESTO INDISPENSABLE PARA LA IMPUTACIÓN 
DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR EXPRESIONES NO 
PROTEGIDAS POR AQUEL DERECHO.*

La “malicia efectiva” es el criterio subjetivo de imputación que 
esta Suprema Corte ha adoptado para resolver los casos de 
responsabilidad civil por ejercicio de la libertad de expresión. 
Esto significa que para poder condenar civilmente a una 
persona en este tipo de asuntos, debe verificarse la existen­
cia de todos los elementos que tienen que estar presentes 
en cualquier esquema de responsabilidad civil extracontrac­
tual que no sea de naturaleza objetiva: (i) la ilicitud de la 
conducta (vulneración del derecho a la vida privada); (ii) el 
criterio subjetivo de imputación (dolo o negligencia); (iii) 
la existencia de un daño (afectación al patrimonio moral de 
la persona); y (iv) una relación de causalidad entre la con­
ducta ilícita y el resultado dañoso. Así, con independencia 
de que el artículo 36 de la Ley de Responsabilidad Civil para 
la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 558, Tesis: 1a. CXXXVIII/2013 (10a.), Registro: 
2003643.
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Propia Imagen en el Distrito Federal, no contemple entre sus 
fracciones a la “malicia efectiva”, es evidente que la actuali­
zación del criterio subjetivo de imputación, ya sea dolo o 
negligencia (dependiendo de quién sea la persona afectada 
y el derecho que esté en juego), es un presupuesto indispen­
sable para poder adscribir responsabilidad civil a una perso­
na por la emisión de una expresión no cubierta por la 
libertad de información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.

PARTE 4-MB 2014.indd   926 22/04/2014   10:13:35 a.m.



927

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA DIFUSIÓN DE INFORMA­
CIÓN SOBRE LA VIDA PRIVADA DE LAS PERSONAS PUE­
DE AMPARARSE POR ESTE DERECHO SI SE JUSTIFICA 
SU INTERÉS PÚBLICO.*

El criterio de interés público debe fundarse en la información 
que el público considera relevante para la vida comunitaria, 
es decir, aquella que versa sobre hechos que puedan encerrar 
trascendencia pública y que sean necesarios para que sea 
real la participación de los ciudadanos en la vida colectiva. 
En este sentido, no puede pasar inadvertido que las personas 
sienten curiosidad por aspectos íntimos de otras personas, 
por lo que el interés público no puede estar conformado por 
todo aquello que la sociedad considera de interés en un 
sentido amplio. Una información se vuelve de interés pú blico 
cuando miembros de la comunidad pueden justificar razo­
nablemente un interés en su conocimiento y difusión. En 
principio, puede decirse que el discurso político es el que 
está más directamente relacionado con la dimensión social 
y las funciones institucionales que debe cumplir la libertad 
de expresión en un contexto democrático. Desde luego, lo 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 553, Tesis: 1a. CXXXII/2013 (10a.), Registro: 2003636.
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anterior no quiere decir que sólo el discurso político esté 
amparado por la libertad de información, ya que la libertad 
de expresión no está confinada al ámbito de los hechos u 
opiniones sobre asuntos públicos o a comentar la situación 
de las personas que voluntariamente han buscado la luz 
pública.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA AFECTACIÓN AL DERE­
CHO A LA INTIMIDAD NO PUEDE JUSTIFICARSE EN LA 
VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN.*

La relevancia de la veracidad de la información difundida 
varía radicalmente si lo que se contrapone al derecho a la 
información es el derecho al honor o el relativo a la intimidad. 
La veracidad es una exigencia más débil que la verdad, en la 
medida en que únicamente comporta un estándar de dili­
gencia en la corroboración de la verdad de la información 
divulgada. Ahora bien, mientras la veracidad en la informa­
ción constituye una causa de justificación respecto de las in­
tromisiones en el derecho al honor, ello no ocurre en los 
casos de conflicto entre libertad de información y derecho a 
la intimidad por una razón de naturaleza conceptual: la in­
formación difundida debe ser verdadera para que afecte la 
intimidad, es decir, la verdad de la información es un presu­
puesto de cualquier vulneración a la intimidad. De acuerdo 
con lo anterior, la legitimidad de una invasión a la intimidad 
no podrá justificarse en la veracidad de la información.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 553, Tesis: 1a. CXXXI/2013 (10a.), Registro: 2003635.
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Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA 
NEGLIGENCIA INEXCUSABLE DE LOS PERIODISTAS EN 
LA LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTEC­
CIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y 
LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL.*

La exigencia del artículo 32 del ordenamiento en cuestión de 
demostrar la negligencia inexcusable del demandado debe 
entenderse dentro del contexto del concepto de “culpa”, al 
constituir una conducta derivada de la falta de cuidado para 
verificar si la información difundida infringía o no un derecho 
de la personalidad. En el caso de la prensa, el criterio subje­
tivo de imputación hace referencia a la diligencia exigible en 
el desempeño de la actividad periodística. Ahora bien, es 
im portante destacar que el legislador tomó la decisión de im­
po ner un estándar muy exigente para poder atribuir respon­
sabilidad civil a un profesional del periodismo como una 
estrategia para evitar las restricciones indirectas a la libertad 
de expresión. Al requerir que se trate de una negligencia 
inexcusable del demandado, el legislador pretendió que no 
cualquier clase de negligencia en el ejercicio de la libertad 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 552, Tesis: 1a. CXXXVII/2013, Registro: 2003634.
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de expresión pudiera servir para justificar una condena por 
daño moral. La falta de cuidado tiene que ser de tal magnitud 
que se considere inexcusable. En consecuencia, si un perio­
dista que difunde información íntima de una persona que 
considera de interés público instrumentó diversas medidas 
de diligencia para evitar que esa información pudiera vincu­
larse con la persona, es indudable que dicho periodista no 
incurrió en negligencia inexcusable en la difusión de esa 
información. Si bien es posible que esas medidas eventual­
mente no sean totalmente eficaces, entre otras razones por­
que el periodista no controla todos los factores que pueden 
llegar a conducir a la identificación de la persona a la que 
se refiere la información, no debe atribuirse responsabilidad 
al periodista porque el estándar exige que su negligencia sea 
de una magnitud muy considerable.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA 
“MALICIA EFECTIVA” EN LA LEY DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA 
PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DIS­
TRITO FEDERAL.*

La “malicia efectiva” es el criterio subjetivo de imputación 
que se ha adoptado en el derecho mexicano para atribuir 
responsabilidad en casos de conflicto entre la libertad de 
expresión y los derechos de la personalidad. No obstante, el 
principal problema es que la “malicia efectiva” surgió para 
aplicarse en casos donde se alegaban vulneraciones al dere­
cho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre la “ma licia 
efectiva” contempladas en la ley citada sólo se aplican en su 
literalidad a las intromisiones en el honor, por lo que la irre­
levancia de la veracidad de la información en casos donde 
se alega la intromisión en la vida privada de una persona 
hace que la “malicia efectiva” como criterio subjetivo de 
imputación deba sufrir alguna modulación, que se traduce 
en dejar de considerar en todos los casos de posibles afec­
tados (funcionarios públicos, personas con proyección pú­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 551, Tesis: 1a. CLVI/2013 (10a.), Registro: 2003633.

PARTE 4-MB 2014.indd   933 22/04/2014   10:13:35 a.m.



934 Suprema Corte de Justicia de la Nación

blica y particulares) los elementos del estándar que 
pre suponen la falta de veracidad. En este sentido, esta Pri­
mera Sala entiende que en supuestos donde esté en juego el 
derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe 
exigirse que la información se haya difundido con la única 
intención de dañar, como lo establece la fracción III del ar­
tículo 30 de la ley citada; y en el caso de los particulares con 
proyección pública y particulares sin esa proyección, la 
“malicia efectiva” se reduce a la hipótesis de que la informa­
ción se haya difundido con negligencia inexcusable, supues­
to establecido en el artículo 32 del citado ordenamiento.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERÉS PÚBLICO DE LA 
INFORMACIÓN RELACIONADA CON LA PROCURACIÓN 
E IMPARTICIÓN DE JUSTICIA.*

Si se parte de la premisa de que los hechos delictivos reper­
cuten de manera negativa en la sociedad, es innegable que 
las investigaciones periodísticas encaminadas a su esclare­
cimiento y difusión están dotadas de un amplio interés pú­
blico. La comisión de los delitos, así como su investigación 
y los procedimientos judiciales correspondientes, son even­
tos de la incumbencia del público y, consecuentemente, la 
prensa está legitimada para realizar una cobertura noticiosa 
de esos acontecimientos. Dicha cobertura no sólo tiene el 
valor de una denuncia pública o de una contribución al es­
crutinio de la actuación de las autoridades encargadas de 
investigar y sancionar esos delitos, sino que ayuda a com­
prender las razones por las cuales las personas los cometen, 
además de que esa información también sirve para conocer 
las circunstancias que concurren para que tenga lugar el 
fenómeno delictivo.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 551, Tesis: 1a. CLX/2013 (10a.), Registro: 2003632.
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Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ELEMENTOS DEL TEST DE 
INTERÉS PÚBLICO SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVADA 
DE LAS PERSONAS.*

Para decidir si determinada información privada es de interés 
público en ejercicio del derecho a la libertad de expresión, 
se requiere corroborar, en un test, la presencia de dos ele­
mentos: (i) una conexión patente entre la información pri­
vada y un tema de interés público; y, (ii) la proporcionalidad 
entre la invasión a la intimidad ocasionada por la divulgación 
de la información privada y el interés público de la infor­
mación.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 550, Tesis: 1a. CXXXIII/2013 (10a.), Registro: 2003631.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL INTERÉS PÚBLICO CONS­
TITUYE UNA CAUSA DE JUSTIFICACIÓN PARA DIFUNDIR 
INFORMACIÓN PRIVADA.*

Sostener que la divulgación de cualquier información veraz 
está amparada por la libertad de expresión equivaldría a 
hacer nugatorio el derecho a la intimidad, toda vez que en 
la medida en la que los hechos en cuestión fueran verdderos 
los medios de comunicación estarían en libertad de publi­
carlos. En este sentido, el interés público es la causa de 
justificación más relevante en los casos donde entran en 
conflicto libertad de información y derecho a la intimidad. 
Así, la identificación de un interés público en la difusión de 
información íntima actualizará una causa de justificación al 
estar en presencia del ejercicio legítimo de la libertad de 
información.

Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 549, Tesis: 1a. CLV/2013 (10a.), Registro: 2003628.

PARTE 4-MB 2014.indd   939 22/04/2014   10:13:35 a.m.



PARTE 4-MB 2014.indd   940 22/04/2014   10:13:35 a.m.



941

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DISMINUCIÓN EN LA INTEN­
SIDAD DE LA VIOLACIÓN A LA INTIMIDAD CUANDO LA 
INFORMACIÓN DIFUNDIDA ES DE DOMINIO PÚBLICO.*

Si bien la difusión de información íntima no elimina el ca­
rácter privado de ésta, sí puede decirse al menos que el 
hecho de que la información privada haya sido difundida 
previamente es un factor que disminuye la intensidad de la 
violación a la intimidad que comportan las difusiones ulte­
riores. Si el hecho en cuestión ha sido ampliamente difundi­
do por terceros o la propia persona lo hizo visible al ojo 
público, las difusiones subsecuentes constituyen invasiones 
a la intimidad de una menor intensidad. En consecuencia, 
este aspecto debe tomarse en cuenta cuando se pretenda 
atribuir responsabilidad a una persona que únicamente dio 
mayor publicidad a información que ya había sido divulgada. 
Así, cuando la información privada se hizo del conocimien­
to público con anterioridad a la intromisión a la vida privada 
o la intromisión en la intimidad es muy leve por alguna otra 
razón, debe privilegiarse la publicación de dicha información 
aun cuando su utilidad social sea mínima.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, 
mayo de 2013, Primera Sala, p. 546, Tesis: 1a. CXXXVI/2013 (10a.), Registro: 2003624.
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Amparo directo 3/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ACTUALIZACIÓN, CARACTE­
RÍSTICAS Y ALCANCES DE LOS DISCURSOS DEL ODIO.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los discursos del odio son aquellos que incitan 
a la violencia ­física, verbal, psicológica, entre otras­ contra 
los ciudadanos en general, o contra determinados grupos 
caracterizados por rasgos dominantes históricos, sociológicos, 
étnicos o religiosos. Tales discursos se caracterizan por ex­
presar una concepción mediante la cual se tiene el delibe rado 
ánimo de menospreciar y discriminar a personas o grupos 
por razón de cualquier condición o circunstancia personal, 
étnica o social. La problemática social en relación con los 
discursos del odio, radica en que mediante las expresiones 
de menosprecio e insulto que contienen, los mismos generan 
sentimientos sociales de hostilidad contra personas o grupos. 
Así, la diferencia entre las expresiones en las que se mani­
fieste un rechazo hacia ciertas personas o grupos y los dis­
cursos del odio, consiste en que mientras las primeras pueden 
resultar contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, 
generando incluso molestia o inconformidad en torno a su 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
1, mayo de 2013, Primera Sala, p. 545, Tesis: 1a. CL/2013 (10a.), Registro: 2003623.
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contenido, su finalidad se agota en la simple fijación de una 
postura, mientras que los segundos se encuentran encami­
nados a un fin práctico, consistente en generar un clima de 
hostilidad que a su vez puede concretarse en acciones de 
violencia en todas sus manifestaciones. En consecuencia, los 
discursos del odio van más allá de la mera expresión de una 
idea o una opinión y, por el contrario, resultan una acción 
expresiva finalista que genera un clima de discriminación y 
violencia hacia las víctimas entre el público receptor, crean­
do espacios de impunidad para las conductas violentas.

Amparo directo en revisión 2806/2012. 6 de marzo de 2013. Ma­
yoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho a formular 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González.
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DERECHOS AL HONOR Y A LA REPUTACIÓN. PROTEC­
CIÓN ADECUADA TRATÁNDOSE DE INFORMACIÓN 
DIVULGADA A TRAVÉS DE INTERNET, QUE CAUSA UN 
DAÑO MORAL.*

Los citados derechos no comparten las cualidades de intan­
gibilidad, inasibilidad y alojamiento en el fuero interno del 
individuo, en la misma medida o proporción que otros va­
lores esenciales del individuo, que no solamente derivan de 
la concepción que de sí mismo tenga la persona, sino que 
también surgen o dependen de la interacción del sujeto con 
otros factores externos y de las relaciones que se tengan 
con otros individuos; de ahí que, incluso, sean susceptibles 
de probarse con elementos de convicción al encontrarse 
inmersos en el mundo material. Sin embargo, en el caso de 
la divulgación en internet de un acto ilícito alegado como 
causante de daño moral por afectación de esos derechos, 
debe tomarse en cuenta el impacto e influencia de la web 
en la sociedad actual, lo cual abarca los ámbitos económico, 
político y social, generando un nuevo tipo de convivencia o 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
3, mayo de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1770, Tesis: I.5o.C.20 C 
(10a.), Registro: 2003546.
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comunicación humana que potencializa la transferencia de 
información y datos debido a la amplia posibilidad de utilizar 
los servicios que proporciona, los cuales a su vez, cuentan 
con la característica de otorgar una alta interconectividad e 
inmediatez entre quienes la utilizan. Por consiguiente, cuan­
do se plantea la afectación de derechos como el honor y la 
reputación por la divulgación en internet de datos o infor­
mación de una persona que resultan falsos, que no fueron 
autorizados por el afectado, o bien, no se contaba con su 
consentimiento, debe garantizarse su adecuada protección 
acudiendo a la aplicación del principio pro homine consa­
grado en el artículo 1o. constitucional, en virtud del cual 
puede establecerse una interpretación de la norma más am­
plia o extensiva, sobre todo tratándose de los citados derechos 
que se entienden como atributos inherentes a la personalidad 
del individuo, para lo cual también resulta de gran ayuda la 
ponderación de las circunstancias presentadas en cada caso, 
en tanto que no debe olvidarse que la adecuada protección 
de los derechos en comento abarca el análisis de la divulga­
ción de la conducta que ocasione la afectación respectiva y 
sus efectos. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Amparo directo 4/2012. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco.
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INFORMACIÓN A TRAVÉS DE INTERNET. DIFUSIÓN DE 
HECHOS Y CONDUCTAS LESIVAS EN LAS VARIANTES 
DE SU EJECUCIÓN.*

La citada red de comunicación es un medio polifacético que 
contiene diferentes configuraciones de comunicación y su 
variedad demuestra la convergencia que se está produciendo 
entre comunicaciones interpersonales y medios de comuni­
cación de masas. De igual manera, las características con las 
que cuenta en lo referente a la infraestructura tecnológica que 
la compone, como en lo relativo al impacto que genera su 
utilización en el ámbito de la vida contemporánea, permiten 
establecer que la información y los datos que son ingresados 
ahí tienen la particularidad de contar con una difusión y 
circulación mucho más dinámica que la que proporcionan 
los tradicionales medios de comunicación masiva. Dicha 
información participa de una naturaleza singular, porque su 
conocimiento por parte de los usuarios puede establecerse 
de forma directa, rápida y accesible en un determinado sitio, 
dominio o página web a la que se encuentra ingresada, sin 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 
3, mayo de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1883, Tesis: I.5o.C.18 C 
(10a.), Registro: 2003598.
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tener límites claramente definidos, hasta el momento, para 
la regulación de su circulación. Por consiguiente, las con­
ductas relacionadas con la mencionada difusión de infor­
mación en la red, en tanto hechos o actos ocurridos en una 
realidad física o virtual, pueden derivar en conductas lícitas 
o ilícitas, de acuerdo con el acto que las configure y, en ese 
sentido, son susceptibles de presentar variaciones en cuanto 
a su ejecución, debiendo resaltar que precisamente su propia 
naturaleza, corrobora que dan lugar a hechos cuyas conse­
cuencias resultan inmediatas, continuas, permanentes, con­
tinuadas e, incluso, en algunos casos, combinaciones de 
varias que pueden lesionar a algún individuo.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRI­
MER CIRCUITO.

Amparo directo 35/2011. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco.
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO PRIMERO, 
DE LA LEY RELATIVA, NO RESTRINGE EL DERECHO 
HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 6o. 
CONSTITUCIONAL.*

La porción normativa citada establece que los documentos, 
datos e informes que los trabajadores, patrones y demás 
personas proporcionen al Instituto Mexicano del Seguro 
Social, en cumplimiento de las obligaciones legales, son 
estrictamente confidenciales y no pueden darse a conocer 
en forma nominativa e individual, salvo al actualizarse algu­
no de los supuestos previstos en las fracciones I a IV del propio 
precepto, lo que refleja un acto de autoridad que, como tal, 
podría interpretarse desde la óptica tasada, que restringe los 
derechos de las personas vinculadas a ese instituto. Sin em­
bargo, con base en la interpretación conforme extensa de 
ese precepto en el reconocimiento de derechos protegidos 
o a la interpretación acotada tratándose de restricciones, la 
limitante prevista en el citado artículo no restringe el acceso 
a la información, porque si bien los datos que se proporcio­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 
1, julio de 2013, Primera Sala, p. 573, Tesis: 1a. CCXI/2013 (10a.), Registro: 2004107.
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nen al instituto aludido deben ser tratados con absoluta 
confidencialidad y reserva posible, lo cierto es que ello tiene 
que ver con los terceros ajenos que no suministraron dicha 
información y no con la parte que los proporcionó. Esto es, 
la restricción sólo aplica para aquellos que nada tienen que 
ver con los datos solicitados a dicho instituto, sin incluir a 
los trabajadores, patrones y demás personas que la suminis­
tren; lo que significa que esa discrecionalidad no se aplica 
indiscriminadamente a todos los individuos dado que, en 
general, no bloquea el acceso libre y oportuno de la infor­
mación, porque tratándose de las personas que la entregaron 
como pudieran ser los patrones en relación con sus emplea­
dos o los propios trabajadores, y que fueran ellos quienes 
soliciten constancia relativa a su propia gestión e interés 
particular en relación con los datos que ellos proporcionaron, 
les asiste la legitimación para que no les sea limitado su de­
recho fundamental de acceso a la información. Por tanto, la 
negativa de proporcionar información a quienes no la pro­
porcionaron basada en la confidencialidad establecida en el 
artículo 22, párrafo primero, invocado, de ningún modo 
entorpece la efectividad del derecho en cuestión, pues el 
interés de su solicitud y de la entrega de información se 
encuentra justificado, lo que permite concluir que tal restric­
ción no comprende a las partes que la suministraron, por lo 
que no trastoca el derecho de acceso a la información pre­
visto en el diverso artículo 6o. constitucional.

Amparo en revisión 724/2012. 17 de abril de 2013. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular; Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.
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DERECHOS AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA 
IMAGEN. CONSTITUYEN DERECHOS HUMANOS QUE SE 
PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO CONSTITU­
CIONAL.*

Si conforme a las características que conforman a los derechos 
humanos, éstos no recaen sobre cosas materiales, sino que 
otorgan acción para lograr que el Estado respete los derechos 
garantizados, y se consideran esenciales e inherentes al ser 
humano y derivados de su propia naturaleza, resulta lógico 
que los atributos de la personalidad se enlacen directamen­
te con tales derechos, pues los mencionados atributos tienen 
una coincidencia con las libertades protegidas por los dere­
chos del hombre como son los concernientes al honor, a la 
intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos 
subjetivos del ser humano, en tanto que son inseparables de 
su titular, quien nace con ellos, y el Estado debe reconocer­
los. Como no recaen sobre bienes materiales, sino sobre la 
personalidad de los individuos, son generales porque corres­
ponden a todos los seres humanos, y no pueden considerar­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, 
Tomo 2, junio de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1883, Tesis: I.5o.C.4 
K (10a.), Registro: 2003844.
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se renunciables, transmisibles o prescriptibles, porque son 
inherentes a la persona misma, es decir, son intrínsecos al 
sujeto quien no puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido 
expreso del artículo 1o. constitucional se advierte que nues­
tro país actualmente adopta una protección amplia de los 
derechos humanos, mediante el reconocimiento claro del 
principio pro personae, como rector de la interpretación y 
aplicación de las normas jurídicas, en aquellas que favorezcan 
y brinden mayor protección a las personas, aunado a que 
también precisa de manera clara la obligación de observar 
los tratados internacionales firmados por el Estado Mexicano 
al momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en 
las que se vea involucrado este tipo de derechos, como son los 
señalados atributos de la personalidad conforme a la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en casos en 
los que se involucra la posible afectación por daño moral de 
un atributo de la personalidad ­en su vertiente del derecho 
al honor­ debe aplicarse la tutela y protección consagrada en 
los principios reconocidos al efecto en nuestra Carta Magna, 
con independencia de que no exista una referencia expresa 
en el texto constitucional hacia la salvaguarda concreta del 
citado atributo, pues la obligación de protección deriva de 
disposiciones contenidas en dos tipos de orde namientos 
superiores ­Constitución y tratados internacionales­ con los 
que cuenta el Estado Mexicano. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRI­
MER CIRCUITO.

Amparo directo 35/2011. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco. 

Amparo directo 4/2012. 31 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. QUIENES ASPIRAN A UN 
CARGO PÚBLICO DEBEN CONSIDERARSE COMO PER­
SONAS PÚBLICAS Y, EN CONSECUENCIA, SOPORTAR UN 
MAYOR NIVEL DE INTROMISIÓN EN SU VIDA PRIVADA.*

En lo relativo a la protección y los límites de la libertad de 
expresión, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha adoptado el estándar que la Relatoría Espe­
cial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interameri­
cana de Derechos Humanos ha denominado como sistema 
dual de protección, en virtud del cual, los límites de crítica 
son más amplios si ésta se refiere a personas que, por dedi­
carse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en 
una sociedad democrática, están expuestas a un más riguro­
so control de sus actividades y manifestaciones que aquellos 
particulares sin proyección alguna. En tal sentido, esta Pri­
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con­
sidera que la doctrina que ha ido construyendo en la materia, 
a efecto de determinar cuándo puede considerarse que una 
persona es figura pública, no se refiere únicamente a los 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, 
Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 562, Tesis: 1a. CCXXIII/2013 (10a.), Regis­
tro: 2004022.
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servidores públicos, pues las personas que aspiran a ocupar 
un cargo público, válidamente pueden ser consideradas como 
tales. Dicha conclusión no sólo es coincidente con la doctri­
na de este alto tribunal, sino también con el marco jurídico 
que sobre la materia ha emitido la propia Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, el cual señala que los discursos es­
pecialmente protegidos se refieren, entre otros, a los funcio­
narios públicos, así como a los candidatos a ocupar cargos 
públicos.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA INJERENCIA EN LA VIDA 
PRIVADA DE QUIENES PARTICIPAN EN LOS PROCE­
DIMIENTOS DE SELECCIÓN PARA CARGOS PÚBLICOS, 
SE JUSTIFICA POR EL INTERÉS PÚBLICO QUE REVISTEN 
DICHOS PROCEDIMIENTOS.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, existe un claro interés por parte de la sociedad 
en torno a que la función que tienen encomendada los ser­
vidores públicos sea desempeñada de forma adecuada. Al 
respecto, existen ciertos cargos públicos para los cuales se 
prevén procedimientos de selección ­ajenos al sufragio po­
pular­, ello en virtud de las funciones encomendadas a los 
mismos. Dichos procedimientos consisten en una serie de 
fases concatenadas, mediante las cuales se busca evaluar cuál 
o cuáles de los candidatos cumplen a cabalidad con los re­
quisitos y con las directrices que para tal efecto han sido 
emitidas, cuyo cumplimiento, en un principio, significa que 
el cargo será ejercido de forma adecuada. Por tanto, la ins­
tauración de este tipo de procedimientos adquiere razona­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, 
Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 1a. CCXXIV/2013 (10a.), Regis­
tro: 2004021.
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bilidad dentro de una sociedad democrática, en la medida 
en que su existencia posibilita que se lleve a cabo un de bate 
en torno a las personas que aspiran a ocupar un cargo pú­
blico, mediante el cual se evalúan y discuten las caracte rísticas 
y perfiles de los involucrados y, adicionalmente, mediante 
los mismos se permite que la sociedad se involucre, al tener 
conocimiento de quiénes aspiran a ocupar un cargo público, 
con qué méritos cuentan para ello y, en general, permiten 
tener conocimiento de las razones que se emplearon para 
tomar la decisión en torno a qué personas eran idóneas 
para el cargo respectivo. Así, la existencia de un debate en 
relación con los perfiles de quienes aspiran a cubrir un car­
go público, no sólo es un tema de evidente interés público, 
sino que además, es una condición indispensable para que 
en una sociedad democrática, abierta y plural, accedan al 
cargo correspondiente las personas más calificadas, situación 
que justifica la injerencia en la vida privada de quienes de 
forma voluntaria se sometieron a la evaluación respectiva.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA INJERENCIA EN LA VIDA 
PRIVADA DE QUIENES PARTICIPAN EN LOS PROCE­
DIMIENTOS DE SELECCIÓN PARA CARGOS PÚBLICOS, 
NO SE LIMITA A LOS DOCUMENTOS PRESENTADOS POR 
LOS PROPIOS CONTENDIENTES.*

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, la intromisión que se realice en la vida pri­
vada de quienes participan en los procedimientos de selec­
ción para cargos públicos, no se puede limitar a los 
documentos que los mismos contendientes presentan a fin 
de ser seleccionados. Lo anterior es así, pues el desahogo de 
un procedimiento para elegir a quienes ejercerán un cargo 
público es un tema que entraña un claro interés de la socie­
dad, ya que resulta fundamental que se lleve a cabo un 
análisis pormenorizado del perfil de quienes aspiran a rea­
lizar una función pública. Así, limitar la intromisión en la vida 
privada de los contendientes a los datos que los mismos dan 
a conocer, implicaría por una parte limitar las atribuciones 
de quienes tienen a su cargo la labor de elegir a las personas 
que desempeñarán un cargo público y, adicionalmente, se 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 
1, julio de 2013, Primera Sala, p. 561, Tesis: 1a. CCXXV/2013 (10a.), Registro: 2004020.

PARTE 4-MB 2014.indd   957 22/04/2014   10:13:36 a.m.



958 Suprema Corte de Justicia de la Nación

trastocaría la lógica y dinámica de un procedimiento de tal 
naturaleza, ya que la evaluación de los perfiles se realizaría 
conforme a los límites señalados por los propios aspirantes 
mediante la documentación que presenten, vulnerándose así 
los principios de imparcialidad y objetividad que deben regir 
en dichas situaciones.

Amparo directo en revisión 1013/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González.
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AVERIGUACIÓN PREVIA. LA RESTRICCIÓN A SU ACCESO 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFOS SEGUNDO, 
TERCERO Y SEXTO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES, ES DESPROPORCIONAL.*

El precepto citado establece que: a) al expediente de averi­
guación previa sólo tendrán acceso el inculpado, su defensor, 
así como la víctima u ofendido o su representante legal; b) 
la documentación y los objetos contenidos en ella son estric­
tamente reservados; c) para efectos de acceso a la información 
pública gubernamental únicamente deberá proporcionarse 
una versión pública de la resolución de no ejercicio de la 
acción penal, a condición de que haya transcurrido un plazo 
igual al de la prescripción de los delitos de que se trate, 
conforme al Código Penal Federal, sin que pueda ser menor 
de tres ni mayor de doce años, contados a partir de que dicha 
resolución haya quedado firme; y d) el Ministerio Público no 
podrá proporcionar información a quien no esté legitimado, 
una vez que haya ejercido la acción penal. Ahora bien, la 
restricción de acceso a la averiguación previa contenida en 
el artículo 16, párrafos segundo, tercero y sexto, del Código 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 
1, julio de 2013, Primera Sala, p. 552, Tesis: 1a. CCXVI/2013 (10a.), Registro: 2003923.
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Federal de Procedimientos Penales no resulta “proporcional”, 
al no existir una adecuada ponderación entre los principios 
en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información 
pública y el fin y objeto que busca con su restricción, especí­
ficamente el interés público o general inmerso en la función 
pública de investigación y persecución de los delitos. Lo 
anterior es así, porque si bien es cierto que la regla de máxi­
ma publicidad que rige el derecho de acceso a la información 
no es absoluta, pues existen excepciones tratándose del in­
terés público o general, también lo es que éste, como concep­
to jurídico indeterminado, sirve para validar la restricción 
establecida en los preceptos reclamados. Ello, porque dicho 
numeral no establece cuáles son las razones específicas de 
interés público que autorizan a reservar toda la información 
contenida en las averiguaciones previas. Así, al establecer el 
legislador un supuesto general de que toda la información 
contenida en la averiguación previa debe considerarse en 
reserva, sin decir qué se entiende por interés público, impide 
que el órgano respectivo pueda discernir su actuar, fundan­
do y motivando su determinación para considerar las condi­
ciones en las que se encuentra o no reservada la información.

Amparo en revisión 173/2012. 6 de febrero de 2013. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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ACCESO A LA AVERIGUACIÓN PREVIA. EL ARTÍCULO 16, 
PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, TRANSGREDE 
EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN.*

El precepto citado establece que: a) al expediente de averi­
guación previa sólo tendrán acceso el inculpado, su defensor, 
así como la víctima u ofendido o su representante legal; b) 
la documentación y los objetos contenidos en ella son estric­
tamente reservados; c) para efectos de acceso a la información 
pública gubernamental únicamente deberá proporcionarse 
una versión pública de la resolución de no ejercicio de la 
acción penal, a condición de que haya transcurrido un plazo 
igual al de la prescripción de los delitos de que se trate, 
conforme al Código Penal Federal, sin que pueda ser menor 
de tres ni mayor de doce años, contados a partir de que 
dicha resolución haya quedado firme; y d) el Ministerio Pú­
blico no podrá proporcionar información a quien no esté 
legitimado, una vez que haya ejercido la acción penal. Aho­
ra bien, el derecho de acceso a la información pública no es 
absoluto y encuentra sus límites en el interés público, la vida 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 
1, julio de 2013, Primera Sala, p. 533, Tesis: 1a. CCXVII/2013 (10a.), Registro: 2003906.
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privada y la información referida a los datos personales; de 
ahí que el precepto señalado vulnera este derecho, toda vez 
que prevé que toda la información contenida en la averigua­
ción previa debe considerarse reservada sin contener criterios 
que permitan determinar casuísticamente cuál es la informa­
ción que debe reservarse; esto es, la limitación de acceso a 
la información pública debe vincularse objetivamente con la 
realización de una prueba de daño, la cual consiste medu­
larmente en la facultad de la autoridad que posee la infor­
mación solicitada para ponderar y valorar mediante la 
debida fundamentación y motivación, el proporcionarla o 
no, en tanto que su divulgación ponga en riesgo o pueda 
causar un perjuicio real al objetivo o principio que trata de 
salvaguardar, y de manera estricta debe demostrarse que el 
perjuicio u objetivo reservado, resulta mayormente afectado 
que los beneficios que podrían lograrse con la difusión de 
la información. Lo anterior, conforme al principio de buena 
fe en materia de acceso a la información, previsto en el ar­
tículo 6o., fracción III, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, el cual dispone que toda persona, 
sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utili­
zación, tendrá acceso gratuito a la información pública.

Amparo en revisión 173/2012. 6 de febrero de 2013. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO DE LAS CANTIDA­
DES PAGADAS POR PETRÓLEOS MEXICANOS A SU 
SINDICATO EN TÉRMINOS DE LAS OBLIGACIONES ASU­
MIDAS EN SU CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, 
DISTINTAS DE LOS DESCUENTOS QUE REALIZA AL SA­
LARIO DE SUS TRABAJADORES POR CONCEPTO DE 
CUOTAS SINDICALES, CONSTITUYE UN DATO QUE SE 
DEBE DAR A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SO­
LICITEN.*

Al resolver la contradicción de tesis 333/2009, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció 
que para determinar si la información con que cuenta Pe­
tróleos Mexicanos, relativa a los montos que entrega a su sin­
di cato es pública o no, se debe atender a su fuente de 
obtención: si su fuente se encuentra en el derecho público 
y es obtenida en ejercicio de sus funciones como ente pú­
blico, entonces se debe considerar pública; pero si la fuente 
de obtención se halla en el derecho privado y en sus fun­
ciones como patrón, entonces se debe considerar privada 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 
3, octubre de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1805, Tesis: I.1o.A.16 A 
(10a.), Registro: 2004708.
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por referirse a la vida interna del sindicato. Ahora, de la in­
terpretación de los artículos 2o., 3o., penúltimo párrafo y 4o. 
de la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y Organismos 
Subsidiarios, vigente hasta el 28 de noviembre de 2008, se 
advierte que Petróleos Mexicanos, como organismo descen­
tralizado de la administración pública federal, cuenta con un 
patrimonio propio que puede estar constituido por diversos 
recursos y ser aplicado para el cumplimiento de los conve­
nios, contratos o pactos que celebre con personas físicas o 
morales, siempre que se relacionen con su objeto, como 
ocurre con el Contrato Colectivo de Trabajo 2011­2013, cele­
brado con el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la Repú­
blica Mexicana, de cuyo análisis se advierte que dicho 
organismo descentralizado asumió la obligación de pagar a 
su sindicato cantidades adicionales a las que debe entregar 
con motivo de los descuentos que realiza al salario de los tra­
bajadores por concepto de cuotas sindicales, en términos del 
artículo 110, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, can­
tidades que, por ende, se entregan con cargo a su patrimonio, 
sujeto a la obligación de rendición de cuentas. Por tanto, la 
información relativa a las cantidades distintas de las cuotas 
sindicales que Petróleos Mexicanos debe entregar a su sin­
dicato con cargo a su patrimonio se debe considerar pública, 
en tanto se refiere a datos que provienen del ejercicio de sus 
funciones de derecho público, como es la aplicación de 
recursos para el cumplimiento de su objeto.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 199/2013. Sindicato de Trabajadores Petroleros 
de la República Mexicana. 11 de julio de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Carlos Ronzón Sevilla. Secretaria: Jazmín Bonilla 
García. 

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contra­
dicción de tesis 333/2009 citada, aparece publicada en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIII, enero de 2011, página 1804. 
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PROTECCIÓN DE PERSONAS EN EL PROCESO PENAL. 
PUEDE ACUDIRSE A LA RESERVA DE IDENTIDAD COMO 
MEDIDA DE SALVAGUARDA, PERO SÓLO COMO ÚL­
TIMO RECURSO.*

Cuando la autoridad encargada de determinar la procedencia 
de las medidas de protección advierta que la integridad y 
seguridad de la persona se pone en riesgo por su participa­
ción en un proceso penal, deberá considerar la reserva de 
identidad como último medio aplicable y sólo en caso de que 
el riesgo y la amenaza a la vida e integridad física sean no­
toriamente graves e inminentes. Lo anterior es así, pues la 
aludida reserva de identidad dificulta el ejercicio del derecho 
de defensa adecuada, al impedir no sólo un conocimiento 
pleno, directo y absoluto por parte del inculpado de la per­
sona que comparece, sino también porque constituye un 
obstáculo para poder conocer, en condiciones normales, sus 
antecedentes personales, dificultando con lo primero que el 
inculpado aprecie directamente su testimonio, no sólo en 
función de lo que diga verbalmente sino de las demás ma­

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, 
Tomo 2, noviembre de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1408, Tesis: 
I.1o.P.15 P (10a.), Registro: 2004967.
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nifestaciones corporales; y en lo segundo, exige un esfuerzo 
superlativo para identificar sus antecedentes personales y de 
esa manera descartar la posibilidad de que exista algún ele­
mento que imposibilite catalogarlo como una persona apta 
para rendir testimonio, así como evaluar las razones de su 
presencia en el proceso, la verosimilitud de su dicho, si éste 
es congruente con sus características personales y su vincula­
ción con el hecho materia de debate en el proceso. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRI­
MER CIRCUITO.

Amparo en revisión 226/2012. 2 de mayo de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Juan José Olvera López. Secretario: Roberto 
Negrete Romero.
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PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN 
HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO 
EN UNA DECISIÓN JUDICIAL.*

Los datos publicados en documentos o páginas situados en 
redes informáticas constituyen un hecho notorio por formar 
parte del conocimiento público a través de tales medios al 
momento en que se dicta una resolución judicial, de con­
formidad con el artículo 88 del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles. El acceso al uso de Internet para buscar 
información sobre la existencia de personas morales, esta­
blecimientos mercantiles, domicilios y en general cualquier 
dato publicado en redes informáticas, forma parte de la 
cultura normal de sectores específicos de la sociedad depen­
diendo del tipo de información de que se trate. De ahí que, 
si bien no es posible afirmar que esa información se encuen­
tra al alcance de todos los sectores de la sociedad, lo cierto 
es que sí es posible determinar si por el tipo de datos un hecho 
forma parte de la cultura normal de un sector de la sociedad 
y pueda ser considerado como notorio por el juzgador y, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, 
Tomo 2, noviembre de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 1373, Tesis: 
I.3o.C.35 K (10a.), Registro: 2004949.

PARTE 4-MB 2014.indd   967 22/04/2014   10:13:36 a.m.



968 Suprema Corte de Justicia de la Nación

consecuentemente, valorado en una decisión judicial, por 
tratarse de un dato u opinión común indiscutible, no por el 
número de personas que conocen ese hecho, sino por la noto­
riedad, accesibilidad, aceptación e imparcialidad de este 
conocimiento. Por tanto, el contenido de una página de 
Internet que refleja hechos propios de una de las partes en 
cualquier juicio, puede ser tomado como prueba plena, a 
menos que haya una en contrario que no fue creada por 
orden del interesado, ya que se le reputará autor y podrá 
perjudicarle lo que ofrezca en sus términos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRI­
MER CIRCUITO.

Amparo en revisión 365/2012. 7 de diciembre de 2012. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Ana 
Lilia Osorno Arroyo.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN EL DISTRITO 
FEDERAL. AL RESOLVER SOBRE LA SOLICITUD RELA­
TIVA, ES FACTIBLE QUE EL ENTE OBLIGADO TOME EN 
CONSIDERACIÓN LA CALIDAD DE PARTE QUE TUVO EL 
INTERESADO EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVA 
LA INFORMACIÓN REQUERIDA PARA EFECTO DE DE­
TERMINAR SI DEBEN SUPRIMIRSE O NO LOS DATOS 
PERSONALES.*

En términos del artículo 39 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, las auto­
ridades competentes deben tomar las medidas necesarias 
para que la información confidencial, es decir, los datos 
personales de las partes involucradas en procesos jurisdic­
cionales o procedimientos seguidos en forma de juicio, se 
mantenga restringida y sea sólo de acceso para ellos. A par­
tir de esa previsión se puede inferir que si en el estado del 
procedimiento en que se establece la mayor restricción para 
conocer la información contenida en el expediente ­cuando 
se encuentra en trámite­ se autoriza el acceso a las partes, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 
2, noviembre de 2013, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 978, Tesis: I.1o.A.25 
A (10a.), Registro: 2004822.
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por mayoría de razón debe permitírseles tal acceso cuando 
el expediente ya no se encuentra en esa hipótesis, es decir, 
cuando se considera público por haberse dictado resolución 
firme. De modo que si un particular que fue parte en un 
procedimiento jurisdiccional o seguido en forma de juicio, 
en ejercicio del derecho de acceso a la información, solicita 
la expedición en copia certificada de determinadas constan­
cias que obran en el sumario relativo, el ente obligado debe 
tomar en consideración esa circunstancia a efecto de esta­
blecer si deben suprimirse o no los datos personales de las 
partes involucradas, pues la eventual expedición integral de 
los documentos solicitados de ninguna forma pugna con los 
derechos de aquellos que intervinieron en el procedimiento, 
ya que el interesado, al haber sido parte, cuenta con acceso 
a sus constancias y conoce los datos que contienen.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 234/2013. 5 de septiembre de 2013. Unani­
midad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Paúl 
Francisco González de la Torre.
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